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Resumen
El siguiente texto tiene el doble propósito de pre-

sentar, por una parte, la experiencia de la Facultad 

de Derecho de la Universidad de los Andes denomi-

nada “reforma a la enseñanza del Derecho”, sus ca-

racterísticas, alcances y contradicciones, así como sus 

logros, retrocesos y retos y, por otra parte, el detalle 

de uno de los aspectos más destacados y novedosos 

de la reforma, como lo fue la introducción del apren-

dizaje basado en problemas (en adelante PBL, por 

sus siglas en inglés) como estrategia para la enseñan-

za y el aprendizaje del Derecho.
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Introducción 

La historia de la reforma iniciada en 1995, ejecutada 

a partir de 1997 por la Facultad de Derecho y sus suce-

sivos ajustes, ilustran las dificultades que enfrenta un 

diseño curricular alternativo en un medio tan conserva-

dor y tradicional como el de la profesión jurídica, espe-

cialmente en nuestro medio. Sin embargo, y tal como la 

historia lo demuestra, las dificultades no sólo provienen 

del medio. El currículo de Derecho contiene en si mismo 

una inercia positivista heredada del siglo XIX que hace 

muy difícil, aun para los reformadores, que también han 

sido socializados en él, escapar a su lógica, contenidos 

y formas de enseñanza y aprendizaje.

El análisis sistemático de la reforma y de sus retos 

lo emprendí durante mis estudios de doctorado en 

Educación en la Universidad de Illinois. El estudio de 

las teorías sobre la historia y el desarrollo curricular, así 

como las teorías sobre el aprendizaje y los adelantos 

en materia pedagógica, me permitieron confirmar lo 

que la intuición reformista avizoraba: que no existe 

ninguna justificación para la organización tradicional 

del currículo de los estudios de Derecho que se susten-

te en lo que hoy se sabe sobre cómo aprende el ser 

humano, en una comprensión profunda de la disciplina 

jurídica, ni mucho menos en el tipo de conocimientos, 

competencias y habilidades que el ejercicio de la pro-

fesión exige de los egresados. Por el contrario, formas 

alternativas de organización curricular en torno a los 

problemas más relevantes de la disciplina o a los pro-

Abstract
The following text has the double intention to 

present, on the one hand, the experience of the law 

faculty of the Andean University called “reform of 

law teaching”, its specificities, its reach and contra-

dictions, as well as its benefits, setbacks and challen-

ges, and by the other hand, the detail of one of the 

most remarkable an innovative sides of the reform, 

the adoption of problem learning method (PBL, by 

their initials in English), as a strategy for law teaching 

and learning.
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blemas más frecuentes a los que se enfrentan los pro-

fesionales tendrían mucho más sentido como elemen-

tos articuladores del plan de estudios, pero enfrentan 

una resistencia tenaz, que pone constantemente en 

peligro los frágiles avances reformistas, como la histo-

ria de la reforma y del PBL en la Facultad de Derecho 

de la Universidad de los Andes demuestran. 

En lo que sigue, presento las principales caracterís-

ticas de la educación jurídica colombiana y de la tradi-

ción continental europea de la que es heredera, las 

principales críticas que ese modelo ha recibido de ma-

nera reiterada desde hace más de 50 años y a las que 

la reforma intentó dar respuesta. Luego de presentar 

brevemente el marco jurídico que regula los estudios 

de Derecho en Colombia, presento las características 

de la educación que ofrece la Universidad de los Andes 

y la Facultad de Derecho y hago un análisis del currícu-

lo oficial de la reforma, esto es, el programa de estudios 

tal como aparece en los documentos de la reforma de 

1997. El análisis lo hago utilizando las herramientas 

analíticas de las teorías críticas de la educación, que 

permiten iluminar las perspectivas ideológicas que sub-

yacen a las distintas propuestas sobre los estudios de 

derecho que están presentes en el currículo reformado. 

A continuación utilizo otros elementos provenientes de 

la sociología de la educación que explican las dificulta-

des que enfrentó el currículo oficial (en el papel) para 

convertirse en currículo operativo (en acción). 

En la segunda parte, presento apartes de un es-

tudio de caso sobre el Aprendizaje Basado en Pro-

blemas, tal vez el aspecto más conocido de la refor-

ma y el que más impacto ha tenido dentro y fuera de 

la Universidad de los Andes en la forma de concebir 

y llevar a cabo la educación profesional y no sola-

mente en el ámbito de la enseñanza del Derecho. 

Tanto el análisis de la reforma como el estudio de 

caso sobre el PBL se basan tanto en mi experiencia 

como profesora de la Facultad de Derecho durante 

los años 1989 a 1999, los años previos y concomi-

tantes a la reforma, como en los trabajos de investi-

gación que adelanté durante los años 2000 a 2004 

como alumna del doctorado en educación de la Uni-

versidad de Illinois. Muchas cosas cambiaron con 

respecto al plan de la reforma, incluso desde el mis-

mo comienzo de su ejecución, como resultado de las 

distintas acomodaciones y concesiones que el espí-

ritu reformador ha tenido que hacer al espíritu con-

servador en las luchas en que cíclicamente se trenzan 

y en las que cíclicamente el uno o el otro pierden; y 

por eso el uso del pretérito imperfecto se hace ne-

cesario a lo largo del texto, al menos por ahora. 

Contexto: Características  
de la educación jurídica en la región

La educación jurídica en Latinoamérica:  
La tradición continental 
Para comprender el alcance de la educación jurí-

dica que la Universidad de los Andes ofrece desde 

1968 y de la reforma que emprendió a partir de 1995, 

resulta útil conocer el contexto en el que se mueve. 

Para presentar dicho contexto, comenzaré por carac-

terizar lo que a lo largo del texto denominaré “edu-

cación jurídica tradicional” y cuyas características 

Colombia comparte con otros paises latinoamerica-

nos y europeos.

La primera característica que quiero resaltar, pre-

cisamente en relación con la educación jurídica en 

Latinoamérica es que corresponde a un modelo de 

educación universitaria originado en Europa conti-

nental, el modelo “universitario” o “académico”. En 

efecto, desde sus orígenes en la Edad Media, la edu-

cación jurídica dentro de esta tradición ha hecho 

parte de la educación universitaria, por oposición a 

la tradición anglosajona, en la que por varios siglos 

el aprendizaje del derecho se limitó al entrenamien-

to en la oficina de un abogado o juez sin que se re-

quiriera ninguna acreditación académica para el ejer-

cicio de la profesión (Johnson, 1978).

Damaška (1968) identifica tres elementos que 

pueden ser considerados como distintivos de la edu-

cación jurídica continental: la enseñanza del derecho 

entendido como una “gramática”, la transmisión de 

una “visión panorámica” de “todo el derecho” a 

través de la enseñanza de las normas vigentes y la 

enseñanza de la “lógica interna” del derecho. Se 

podrá decir que en este contexto aprender el derecho 

como una “gramática” equivale a concebir el derecho 

como un cuerpo de conceptos generales y abstractos 

que debe, ante todo, ser memorizado por el apren-

diz; transmitir la visión panorámica a su vez, requiere 

el estudio sistemático de los principales códigos y 

leyes vigentes; y dominar la lógica interna del dere-

cho, esto es, pensar como abogado, significa domi-

nar la dogmática, según la cual la totalidad de las 

normas concretas consagradas en el derecho positi-

vo pueden ser derivadas de una serie definida de 

principios abstractos. Los tres elementos se conside-

ran requisitos esenciales para la comprensión del 

derecho dentro de la tradición continental. 

En un estudio comparado entre la educación jurí-

dica de la Europa continental y la anglosajona Merry-

man (1975) destaca que la educación jurídica en el 
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sistema continental está más orientada hacia una edu-

cación general mientras que la anglosajona es más 

profesional y técnica, el que la producción científica 

continental es altamente abstracta, ocupada en la 

construcción de una teoría o ciencia del derecho mien-

tras que la anglosajona se ocupa más de resolver pro-

blemas prácticos. También se observa en el currículo 

anglosajón la presencia de unos pocos cursos obliga-

torios y un gran número de materias electivas, que 

permiten la especialización, a diferencia de un currí-

culo compuesto casi exclusivamente de cursos obliga-

torios en el sistema continental. Finalmente, en la uni-

versidad continental el énfasis es en qué se enseña y 

no en cómo se enseña. Más aún, parecería que las 

preguntas acerca de los métodos de enseñanza y el 

desarrollo de habilidades, destrezas y competencias 

parecen estar ausentes en la facultad de derecho de 

tradición continental. El resultado es el predominio 

absoluto de la cátedra magistral en la enseñanza del 

derecho continental, frente a estrategias como el mé-

todo del caso, las pasantías y las clínicas que se utilizan 

de manera extendida en las facultades de derecho 

anglosajonas (Merryman, 1975).

A pesar de que la caracterización de la educación 

jurídica hecha por los autores citados anteriormente 

data de los años setenta, en una mucho más recien-

te caracterización de la educación jurídica en Latino-

américa, Peña González (2000) muestra cómo las 

cosas no han cambiado mucho en los últimos 40 

años. En efecto, en la caracterización que Peña pre-

senta, se mantienen rasgos tales como un currículo 

orientado hacia la cobertura de las normas vigentes 

y centrado en las disciplinas de los distintos códigos 

y una enseñanza y evaluación ritualistas y formalistas, 

que enfatizan la memorización y retención de la in-

formación impartida previamente por el profesor, 

entre muchas otras características.

Problemas y críticas a la educación  
jurídica tradicional
No obstante su antigua trayectoria, una amplia 

insatisfacción acompaña a la educación jurídica a lo 

largo y ancho de Europa y Latinoamérica, como lo 

demuestran los estudios de varios autores quienes, 

haciendo un análisis de los rasgos que caracterizan 

a la enseñanza del derecho en sus respectivos países, 

llegan a caracterizaciones igualmente críticas y por 

razones similares. En Europa, la educación francesa 

ha sido criticada por ser elitista, demasiado teórica, 

memorista y acrítica, entre otras cosas (Carbonneau, 

1980); la alemana por basarse casi exclusivamente 

en la cátedra magistral, la enseñanza de los códigos 

vigentes y su aplicación únicamente a casos hipoté-

ticos, la restricción del programa de estudios al es-

tudio de la dogmática, su falta total de apertura 

hacia las otras ciencias sociales y la ausencia de de-

sarrollo de habilidades necesarias para el ejercicio de 

la profesión (Blankenburg & Schultz, 1988); la edu-

cación jurídica italiana es criticada por su formalismo, 

porque no prepara para el ejercicio de la profesión, 

y por consistir básicamente en clases magistrales con 

altísimas tasas de ausentismo (Olgiati & Pocar, 1988); 

finalmente, la educación jurídica española es carac-

terizada como conceptualista, exegética, dogmática 

y de muy baja calidad como consecuencia de su ca-

rácter masificado (Viladás, 1988). 

En Latinoamérica, el discurso de la crisis del dere-

cho chileno, aunque aún minoritario, evidencia la 

necesidad de reformas sustanciales a la educación 

jurídica que hagan posible la superación del legalismo 

(Montero). En lo que hace a la educación jurídica ve-

nezolana, Pérez-Perdomo (1988) ha responsabilizado 

a la aridez de los materiales, la rigidez de la pedago-

gía y los requisitos de memorización por la exclusión 

de la profesión a las inteligencias más activas. En Co-

lombia, el diagnóstico de la educación jurídica reali-

zado por el Ministerio de Justicia en 1995 arrojó como 

resultado que esta se caracteriza por una visión ge-

neralista del currículo que no le ofrece al estudiante 

opciones laborales y/o de interés diferentes a las tra-

dicionales; énfasis en la memorización de códigos y 

leyes y descuido en la formación del criterio jurídico, 

insuficiente investigación por parte de los estudiantes, 

un currículo centrado en una formación “técnica-

procesal” descuidando una formación ética y huma-

nista que oriente al profesional hacia el servicio a la 

comunidad, y un currículo desactualizado frente a las 

necesidades del país de hoy. 

Lo anterior nos lleva a afirmar que los tres ele-

mentos que distinguía Damaška: la enseñanza del 

derecho como gramática, la visión panorámica y la 

lógica interna acaban combinándose al interior de 

una educación reduccionista, legalista y memorística, 

que ofrece una visión descontextualizada del derecho 

y que transmite a los estudiantes la falsa idea de que 

las normas de cualquier código nacional derivan di-

recta y linealmente de principios jurídicos abstractos, 

inmutables en su esencia, formulados en tiempos del 

imperio romano, y que no dependen de las relaciones 

económicas, sociales y políticas propias del contexto 

en que el derecho se produce y se aplica. En segundo 

lugar, esa enseñanza transmite una autosuficiencia 
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de lo jurídico respecto del resto del sistema social 

como un sistema autofundado o como una caja de 

herramientas técnicas, pretendidamente neutrales, 

que pueden ser puestas al servicio de cualquier inte-

rés que políticamente se les quiera asignar externa-

mente. La ausencia de cuestionamiento acerca de 

qué fines resultan más o menos deseables por el de-

recho y de los límites axiológicos a la aplicación del 

mismo como instrumento resulta también notoria. 

Como veremos en el apartado siguiente, el mar-

co jurídico que regula los estudios de derecho en 

Colombia, actualmente, permite un margen amplio 

de libertad, para la organización de los programas 

de estudios, amparado por la autonomía universita-

ria, a pesar de lo cual, estos siguen pareciéndose 

demasiado entre sí y demasiado a la caracterización 

general que se acaba de hacer de la educación jurí-

dica “tradicional”.

Reglamentación colombiana  
del programa de Derecho
En Colombia, las facultades de derecho de las 

universidades ofrecen educación profesional a través 

de un programa de estudios de pregrado de cinco 

años de duración, que garantiza, una vez cursado, el 

título de abogado. A los graduados de Derecho se 

les permite desarrollar su ejercicio profesional sin 

ningún requisito adicional, aunque deben registrarse 

ante el Consejo Superior de la Judicatura. 

Las normas que regulan la profesión jurídica han 

evolucionado en los últimos años desde una concep-

ción reglamentarista que establecía detalladamente 

los cursos obligatorios, es decir casi todos los que la 

carrera debía ofrecer, hacia una visión más liberal, 

que se limita a establecer estándares mínimos de 

calidad en el marco de la autonomía universitaria que 

estableció la Constitución vigente desde 1991. 

Siguiendo esta orientación, el gobierno estableció 

desde el 2002 un programa llamado “Exámenes de 

Calidad de la Educación Superior” (ECAES) para al-

gunas profesiones, entre ellas Derecho, que deben 

presentarse por los graduandos, pero que no exigen 

ningún puntaje mínimo de aprobación para optar por 

el título, ni para ejercer la profesión. Los ECAES hacen 

parte del conjunto de instrumentos con los que el 

gobierno se propone evaluar y mejorar la calidad de 

la educación superior en Colombia, a falta de instru-

mentos de intervención directa como los que tenía 

hasta la década de los 80. Los otros instrumentos del 

“sistema de calidad” son la acreditación de los pro-

gramas y de las instituciones, de carácter voluntario 

y el registro calificado de los programas, de carácter 

obligatorio y que opera como un permiso de funcio-

namiento.

Mediante el Decreto 2566 del 10 de septiembre 

de 2003, el gobierno colombiano reglamentó las 

condiciones mínimas de calidad y demás requisitos 

para el ofrecimiento y desarrollo de programas aca-

démicos de educación superior. En desarrollo del 

mismo, el Ministerio de Educación procedió a definir 

las características específicas de calidad aplicables a 

los programas de pregrado en Derecho, mediante la 

Resolución 2768 de 2003.

La Resolución 2768 ordena que, de acuerdo con 

su enfoque, el programa de pregrado en Derecho 

sea coherente con la fundamentación teórica y me-

todológica del derecho y haga explícitos los principios 

y propósitos que orientan la formación desde una 

perspectiva integral, además de considerar, entre 

otros aspectos, las características y las competencias 

que se espera posea el futuro abogado. En conse-

cuencia, se ordena que en la formación del abogado, 

el programa promueva:

a) 	U na sólida formación jurídica, humanística y 

ética, que garantice un ejercicio profesional en 

beneficio de la sociedad;

b) 	C apacidad analítica y crítica para la interpreta-

ción de los problemas sociales, políticos y eco-

nómicos del país, así como del impacto de las 

normas frente a la realidad.

c) 	 La plena conciencia del papel mediador y facili-

tador que cumple el abogado en la resolución 

de conflictos.

d) 	S uficiente formación para la interpretación de 

las corrientes de pensamiento jurídico.

e) 	E l desarrollo de habilidades comunicativas bási-

cas en una segunda lengua.

f) 	 Las demás características propias de la forma-

ción que se imparte en la institución de acuer-

do con su misión y proyecto institucional y con 

la tradición universal del conocimiento jurídico.

Una novedad destacable de la resolución es que 

orienta la formación del abogado hacia el desarrollo 

de competencias y enuncia cuáles son las fundamen-

tales. De esta manera, se busca que durante su for-

mación el abogado desarrolle competencias cogniti-

vas, investigativas, interpretativas, argumentativas y 

comunicativas, así como capacidades para la conci-

liación, el litigio y para el trabajo interdisciplinario.

Finalmente, se exige que el programa comprenda 

las áreas y componentes fundamentales de saber y 

de práctica que identifican la formación de un abo-
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gado, incluyendo como mínimo los siguientes com-

ponentes básicos. La norma aclara que estos no de-

ben entenderse como un listado de asignaturas:

a) 	 Área Jurídica, que incluirá como mínimo los si-

guientes componentes: Derecho Civil, Derecho 

Constitucional, Derecho Administrativo, Dere-

cho Penal, Derecho Laboral, Derecho Comercial 

y Derecho Internacional. Estos componentes 

deben responder tanto a lo sustantivo como a 

lo procesal.

b) 	 Área humanística, incluirá componentes que 

complementen la formación integral del jurista 

tales como la Filosofía del Derecho, la Sociología 

Jurídica, la Historia del Derecho y la Historia de 

las Ideas Políticas.

c) 	U n componente transversal, orientado a la for-

mación del estudiante en el análisis lógico con-

ceptual, en la interpretación constitucional y le-

gal y en la argumentación jurídica.

d) 	 Prácticas profesionales, que obligan a que se 

organice un programa de consultorios jurídicos 

con los alumnos de los dos últimos años lecti-

vos cuyo funcionamiento requiere aprobación 

de la respectiva autoridad, de conformidad con 

lo establecido en la Ley 583 del 12 de junio de 

2000.

En materia curricular, igualmente, la resolución 

ordena que el programa tenga una estructura curri-

cular flexible, mediante la cual organice los conteni-

dos, las estrategias pedagógicas y los contextos po-

sibles de aprendizaje para el desarrollo de las com-

petencias esperadas. La flexibilidad curricular debe 

atender por un lado, la capacidad del programa para 

ajustarse a las necesidades cambiantes de la sociedad 

y, por otro lado, las capacidades, vocaciones e inte-

reses particulares de los estudiantes.

Finalmente, como requisitos de grado se establece 

que el estudiante que haya terminado las materias del 

pénsum académico, elegirá entre la elaboración y sus-

tentación de una monografía jurídica o la realización 

de la judicatura, sin perjuicio de otros requisitos que 

la institución establezca en ejercicio de la autonomía 

universitaria consagrada en la Constitución nacional. 

Como puede apreciarse, la legislación actualmen-

te vigente en Colombia representa un avance notable 

en términos de flexibilidad curricular y respeto a las 

características particulares de las instituciones que 

permitiría a cada una establecer su propio plan de 

estudios conforme con su misión institucional y su 

visión de la profesión. Gracias a la fuerza de la tradi-

ción, sin embargo, los programas de estudios de 

Derecho de hoy se parecen entre sí casi tanto como 

hace 30 años cuando el gobierno establecía, por de-

creto, el listado de las materias obligatorias (ver De-

creto 1221 de 1990). 

La Universidad de los Andes
Antes de entrar a caracterizar la educación que 

ofrece la facultad de Derecho de la Universidad de 

los Andes, en este apartado presento brevemente el 

contexto representado por la propia Universidad de 

los Andes y que en parte explica por qué fue posible 

pensar en una forma distinta de educar a los aboga-

dos, a pesar de la tendencia a la uniformidad de los 

estudios de Derecho predominante en el medio jurí-

dico colombiano. 

La Universidad de los Andes es una universidad 

privada colombiana establecida en 1948. Su página de 

Internet la describe como una institución de “excelen-

cia académica ampliamente reconocida en Colombia y 

América Latina”, comprometida con la “formación de 

una elite intelectual, técnica y humanista, que ha juga-

do un rol activo en la producción del pensamiento, la 

ciencia, y el progreso en este país”. La Universidad de 

Los Andes tiene como objetivo “transmitir a sus estu-

diantes una educación crítica y ética, fomentando en 

ellos una conciencia social y cívica sobre sus responsa-

bilidades y su compromiso con el análisis y la propues-

ta de soluciones a los problemas nacionales”.

Una de las características por las cuales se distin-

gue la Universidad de Los Andes es la de haber sido 

la primera universidad privada colombiana indepen-

diente respecto de tendencias tanto religiosas como 

políticas. Otra razón por la cual se destaca es su ca-

lendario académico, compuesto anualmente por dos 

períodos de 16 semanas, y uno intermedio de 8 se-

manas intensivas. Al momento de su fundación, la 

mayoría de los calendarios académicos en Colombia 

se basaban en el sistema europeo, donde los estudios 

se organizaban por años, y aunque la organización 

por semestres es cada vez más común en la actuali-

dad, el período intermedio sigue siendo una caracte-

rística distintiva.

La posibilidad de seguir dos programas académi-

cos al mismo tiempo (“doble programa”), y de obte-

ner los dos títulos en menos tiempo del que usual-

mente tomaría, es otra de las características valorada 

y especialmente apreciada por los potenciales estu-

diantes de la Universidad de Los Andes (V. Pombo, 

Entrevista, mayo 17 de 2004). El llamado “doble pro-

grama” es posible en la Universidad de Los Andes 

gracias a un programa de estudios flexible que da 
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cabida a que por lo menos el 30% de los cursos sean 

de libre elección para cualquier carrera, la posibilidad 

abierta de homologación de materias entre las dife-

rentes carreras, la existencia de un Ciclo Básico Unian-

dino conformado por cursos de formación integral 

para todos los programas de la universidad, y el he-

cho de que no se requiere un doble registro ni so-

brecargos en la matrícula para seguir un doble pro-

grama de estudios.

La regla general en otras universidades es un cu-

rrículo estructurado casi exclusivamente por materias 

obligatorias, excepto por algunos seminarios espe-

cializados al final de la carrera; además, las materias 

deben tomarse bajo un orden determinado, lo cual 

dificulta que puedan acomodarse los horarios de los 

cursos de dos carreras diferentes al mismo tiempo. 

Por otra parte, en la mayoría de las universidades 

colombianas las materias tomadas en una carrera 

difícilmente se homologan en otra, y decidir iniciar 

una carrera limita a los estudiantes el poder tomar 

materias de otra facultad. Por el contrario, los estu-

diantes de la Facultad de Derecho de la Universidad 

de Los Andes se consideran estudiantes de la univer-

sidad en su conjunto y no de una cierta Facultad.

Otras características de la Universidad de Los An-

des bastante apreciadas por los estudiantes son: la 

existencia de acuerdos académicos con instituciones 

educativas en el exterior para diversos programas de 

intercambio estudiantil; los planes complementarios y 

coterminales, que permiten a los estudiantes iniciar 

sus estudios de especialización y maestría en los últi-

mos semestres de sus estudios de pregrado; la posi-

bilidad de hacer transferencia de una carrera a otra 

libremente, con el único requisito de tener el promedio 

ponderado necesario para permanecer en la Univer-

sidad de Los Andes (3.25 sobre 5.0); y, finalmente, la 

Universidad de Los Andes es la universidad colombia-

na que tiene el mayor número de profesores con títu-

los de doctorado y maestría. Estas última es una ca-

racterística distintiva importante, teniendo en cuenta 

que en Colombia menos del 2% de los profesores 

universitarios tienen títulos de doctorado, mientras 

que el 39% de los profesores de la Universidad de Los 

Andes cuenta con estudios doctorales, y el 44% de 

los mismos cuenta con títulos de especialización (pá-

gina web de la Universidad de Los Andes).

A diferencia del resto de las universidades colom-

bianas, profundamente apegadas a la tradición eu-

ropea en lo relacionado con el currículo y la ense-

ñanza, la Universidad de Los Andes desde sus co-

mienzos se ha visto influenciada por el sistema uni-

versitario anglosajón. Prueba de ello es el que sus 

fundadores establecieron un Comité Consultor en 

Estados Unidos y suscribieron acuerdos que permi-

tían que estudiantes de primeros semestres pudieran 

adelantar la segunda mitad de sus estudios de pre-

grado en las Universidades de Illinois, Pittsburg y 

Texas. Casi todas las características del currículo ac-

tual y el calendario académico de la Universidad de 

Los Andes enunciadas anteriormente, son una evi-

dencia más de dicha influencia. Otro dato relevante 

es que antes de entrar en el sistema de acreditación 

colombiano1, los primeros intentos de acreditación 

de la Universidad de Los Andes se adelantaron ante 

la Asociación de Universidades y Colegios del Sur de 

los Estados Unidos (U.S. Southern Association of 

Colleges and Schools- SACS).

Los fundadores de la Universidad de Los Andes 

pretendían iniciar

	 “Una universidad alejada de los conflictos 

partidistas de la política colombiana orientada 

hacia las carreras técnicas que el país requería, 

enmarcadas dentro de una educación humanista 

tendiente hacia la formación integral del 

ciudadano y con el objeto de renovar los 

sistemas académicos de la educación superior, 

introduciendo un nuevo método que permitiera 

desarrollar en los estudiantes habilidades de 

investigación, avalando a su vez la participación 

activa del estudiante mismo en su proceso 

formativo”. (p. 13)

La Facultad de Derecho de la  
Universidad de los Andes
La Facultad de Derecho de la Universidad de los 

Andes es una facultad de Derecho relativamente 

nueva en el país, especialmente en comparación con 

las facultades establecidas alrededor de 1600. La 

Universidad de Los Andes justificó la apertura de una 

nueva Facultad de Derecho, prometiendo que se di-

ferenciaría del resto de las facultades de derecho 

colombianas. Para lo anterior, desde su fundación en 

1968, la Facultad ha promovido el uso de métodos 

activos de enseñanza y aprendizaje (el método de 

caso, el diálogo Socrático, simulaciones, consultorio 

jurídico, etc.), el estudio comparado del derecho y 

del derecho internacional, y la institucionalización del 

“doble programa” entre otras características del cu-

1 / En el 2003 Facultad de Derecho obtuvo una acreditación de 8 
años (siendo 9 el máximo posible).
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rrículo de la Universidad de Los Andes, como parte 

de su carácter distintivo respecto de las demás facul-

tades de derecho en Colombia.

La Facultad de Derecho de la Universidad de los 

Andes quiso diferenciarse, de los rasgos característi-

cos de la educación jurídica en Colombia menciona-

dos antes, tales como el uso de clases magistrales 

como la pedagogía dominante, el gran número de 

estudiantes por clase y el carácter externo de la ma-

yoría de los profesores de Derecho (Wilson, 1989), 

el énfasis en el estudio de los códigos y normas en 

vigor más importantes, y el predominio del conteni-

do formal por encima del desarrollo de habilidades 

como abogados. 

Desde sus comienzos, la Facultad ha sido un caso 

bastante especial en el contexto de la educación ju-

rídica, tanto en Colombia como en Latinoamérica. 

Una mirada más de cerca a sus características gene-

rales demuestra que la Facultad combina el propósito 

de ofrecer una educación general (propio de la tradi-

ción civilista), con el propósito de ofrecer preparación 

y entrenamiento profesional (propio de la tradición 

de Derecho anglosajona). Aunque el currículo se com-

pone de muchos cursos obligatorios, incluye una bue-

na cantidad de electivas no solamente profesionales, 

mientras que la mayoría de las facultades de Derecho 

colombianas tienen un altísimo número de materias 

obligatorias, dejando poco espacio para las optativas, 

que en todo caso, cuando existen, son de carácter 

profesional. El interés por los métodos de enseñanza 

activos y el entrenamiento en habilidades argumen-

tativas y no solamente en la cobertura de ciertos te-

mas, ha sido también una característica distintiva de 

la Facultad entre las demás universidades colombia-

nas. La Facultad también cuenta con más profesores 

de tiempo completo que el resto de las universidades 

en Colombia, aunque una buena parte de la ense-

ñanza sigue dependiendo de profesores contratados 

por hora-cátedra. Mientras la mayoría de profesores 

colombianos enseña a través de clases magistrales, la 

Facultad ha implementado el aprendizaje basado en 

problemas (“Problem Based Learning –PBL-), las si-

mulaciones, y otros métodos activos de aprendizaje. 

Finalmente, la Facultad siempre tuvo, aunque esto ha 

venido cambiando con el crecimiento reciente de la 

Universidad, un grupo relativamente pequeño de es-

tudiantes de tiempo completo, que asisten a clases 

pequeñas y medianas, de quienes se espera que lean 

antes de clase y participen activamente en la misma, 

mientras lo que se espera de los estudiantes que asis-

ten a cada clase en otras facultades de derecho es 

simplemente, que presten atención a lo que explica 

el profesor, tomando notas en silencio.

Siguiendo el método de enseñanza ampliamen-

te difundido de las facultades de derecho norteame-

ricanas, la Facultad de Derecho de la Universidad de 

Los Andes fue la primera en introducir el método 

de casos en Colombia, la primera en tener un Con-

sultorio Jurídico para el entrenamiento práctico de 

los estudiantes2, y la primera en dividir los períodos 

de estudio en 4 meses cada uno (llamados “semes-

tres”). Los primeros profesores intentaron producir 

materiales para las clases (separatas) similares a los 

libros de casos. Aunque no llegaron a elaborar ver-

daderos libros de casos, la idea de producir un pa-

quete de material académico que fuera más allá del 

simple manual o texto del curso, compuesto por 

casos, jurisprudencia, artículos de revistas, capítulos 

de diferentes textos, etc., fue un avance significati-

vo en la concepción de cómo se enseñaba y apren-

día el Derecho. Sin duda, hoy día es extraño ver un 

texto tradicional como material de clase en la Facul-

tad. Actualmente, en algunas otras facultades de 

derecho este tipo de materiales también se utiliza, 

aunque la tendencia generalizada consiste en pedir 

a los estudiantes que sigan un solo texto, especial-

mente cuando su profesor ha publicado algún libro 

sobre el tema. 

Es importante tener presente que la idea de que 

la Facultad de Derecho de la Universidad de los An-

des es diferente, es algo que ha estado en el medio 

jurídico colombiano desde su fundación, por las ca-

racterísticas enunciadas arriba y que no es algo atri-

buible a la reforma de 1997, aunque esta pudo ha-

berla agudizado. De hecho, algunos de sus primeros 

exalumnos eran informal y coloquialmente descalifi-

cados como abogados, tildándolos de “politólogos” 

(Castiblanco, comunicación personal, marzo 4 de 

2004), y algunas personas aún hoy declaran que la 

Facultad enseña derecho “americano” (para mi sor-

presa). Por otra parte, siempre ha existido la acusa-

ción de que el uniandino se gradúa desorientado 

respecto de la realidad nacional (Castiblanco, comu-

2 / En mayo de 1969, cuatro facultades de derecho colombianas, 
Externado, Antioquia, Cauca y la recién fundada de Los Andes, 
fundaron la Asociación para la Reforma de la Enseñanza del 
Derecho (ARED), orientada a mejorar la imagen del derecho 
frente a la comunidad y a incrementar la calidad y la relevancia 
social de la educación jurídica. Para cumplir su propósito, la 
ARED se propuso realizar varias actividades colaborativas, como 
publicaciones, intercambio de profesores y estudiantes y la 
asignación de créditos académicos por la prestación de servicios 
de asistencia jurídica, lo que se constituyó en el origen de los 
consultorios jurídicos en el país. También organizó un seminario 
sobre metodología de la enseñanza del derecho al que asistieron 
invitados de Venezuela, Costa Rica y México y tres invitados 
especiales: William Headrick de la universidad de Puerto Rico, 
Lloyd Weinreb de la Universidad de Harvard y Andres Cuneo de 
Chile.
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nicación personal, Marzo 4 de 2004). En particular, 

la desconexión de la Facultad con respecto al sistema 

judicial es una realidad reconocida por la comunidad 

jurídica, y conocida por todos sus miembros (Flores, 

comunicación personal, febrero 29 de 2004). Este 

es uno de los problemas que la reforma de 1997 

trató de minimizar. 

El currículo oficial
En este apartado presento un análisis del pro-

grama de estudios de la Facultad de Derecho tal y 

como está descrito en los documentos oficiales de 

la reforma. Trato así de diferenciar el análisis del cu-

rrículo oficial, formal o ideal, del proceso de evalua-

ción basado en observaciones y entrevistas realiza-

do con el fin de representar el currículo operativo 

(Posner 1995), esto es, el currículo tal como es ex-

perimentado por los diferentes participantes del 

programa.

Para analizar el programa oficial de estudios de la 

Facultad, he usado el trabajo de teóricos críticos de la 

educación quienes plantean preguntas del tipo: ¿Qué 

perspectiva teórica representa el programa? ¿Qué 

presupuestos subyacen a los propósitos y contenidos 

del programa? ¿Qué presupuestos subyacen a la or-

ganización del programa? ¿Qué se entiende como 

conocimiento? ¿Qué se entiende por aprender? ¿Quién 

controla la selección y distribución del conocimiento? 

¿Qué conocimiento es más valorado? ¿A quién per-

tenece? ¿Qué formas de conocimiento son más valo-

radas? ¿Quién gana y quién pierde con diseños curri-

culares diferentes? (Apple, 2001; Beyer y Apple, 1998; 

Kliebard, 1995, 1998; Pinar, 1975, 1998; Pinar, Rey-

nolds, Slattery, y Taubman, 2000; Posner, 1995). 

Aunque a continuación no me dedico a respon-

der cada una de estas preguntas, tanto la descripción 

que hago de la reforma, como el análisis que pre-

sento de las perspectivas curriculares que subyacen 

a los distintos modelos de educación jurídica presen-

tes en el currículo, así como las tensiones que su 

coexistencia producen y las características socio-

políticas del currículo reformado que hicieron difícil 

su implementación, son todos ejemplos de la apli-

cación de los lentes de la teoría critica al análisis del 

currículo y de los aspectos que el uso de dichos len-

tes iluminan. 

La reforma curricular
En la presentación oficial de la reforma al progra-

ma de estudios (Facultad de Derecho, 1997), se men-

cionaron cinco factores como antecedentes de la 

reforma: recuperar sus orígenes, adaptarse a un nue-

vo contexto nacional e internacional, el debate alre-

dedor del “nuevo derecho”, el estado crítico de la 

educación jurídica en Colombia, y el perfil del abo-

gado Uniandino.

La necesidad por recuperar sus orígenes surgió 

de un grupo de profesores, egresados y estudiantes 

de la Facultad, ya que a pesar del sentimiento com-

partido de originalidad, para 1995 la enseñanza y 

el aprendizaje en la Facultad se asemejaban en gran 

medida a los de cualquier otra facultad de Derecho 

en Colombia. Mientras algunas de sus innovaciones 

habían sido ampliamente adoptadas a lo largo del 

país por otras facultades de Derecho (por ejemplo 

los semestres, el sistema de créditos, o el Consulto-

rio Jurídico), otras habían sido casi completamente 

abandonadas, lentamente, con el paso de los años. 

Por ejemplo, exalumnos graduados a principios de 

los noventa, difícilmente pueden recordar haber 

asistido a cursos dictados usando el método de ca-

sos: “Yo solo tuve un curso en que usábamos el 

método de casos. Las clases magistrales eran la re-

gla general en la Facultad cuando yo estudié; el 

profesor presentaba los contenidos del curso de 

manera descriptiva y ya” (M. Flores, Entrevista, abril 

5 de 2004).

Además, aunque no se adelantó una evaluación 

formal del currículo, alrededor de 1995 la necesidad 

de recuperar la originalidad de la Facultad se hacía 

evidente. Un graduando de la Facultad y profesor 

en la actualidad de la misma, quien hizo además 

parte del proceso de reforma, recuerda el ambiente 

de entonces:

	 “Existía en su momento una discusión 

importante alrededor de la estructura del 

programa de estudios y una crítica fuerte a su 

corte positivista, típico del siglo XIX. Había una 

gran oposición respecto de lo que se estaba 

enseñando y la forma como se estaba haciendo, 

especialmente en contra de la metodología de 

cátedras magistrales que se imponían 

mayoritariamente, a pesar del discurso oficial 

sobre la enseñanza activa. Existía inconformismo 

generalizado sobre las habilidades que los 

estudiantes eran capaces de adquirir con dicho 

sistema. Tanto al realizar estas críticas como en 

la planeación de la reforma, fueron esenciales el 

grupo de profesores que venía trabajando en 

teoría del derecho, y la nueva planta profesoral. 

Estos se adhirieron a la reforma como 
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consecuencia de haber sido alumnos de un 

sistema que no los motivaba gran cosa. (N. 

Espinel, Entrevista, enero 30 de 2004).

El nuevo contexto político nacional al que hace 

referencia el documento conceptual de la reforma se 

deriva del surgimiento de la reforma Constitucional 

de 1991, gracias a la cual el Estado colombiano fue 

definido como un Estado Social de Derecho, gober-

nado por el principio de legalidad y el establecimien-

to de una democracia participativa. El contexto in-

ternacional mencionado se hace equivaler al fenó-

meno de la globalización, la integración económica, 

y los procesos de internacionalización (Universidad 

de los Andes: Facultad de Derecho, 1997).

El debate alrededor del “nuevo derecho” en el 

círculo académico colombiano no es más que una 

expresión utilizada para definir los usos antiformalis-

tas y políticamente estratégicos del derecho, hacien-

do énfasis en el papel que el mismo puede jugar en 

la materialización de la justicia y el cambio social 

dentro de nuestro medio, en lugar de preservar in-

definidamente el status quo. La Facultad representa, 

en el medio jurídico colombiano, uno de los más 

fuertes defensores de ese “nuevo derecho”.

El “estado crítico de la educación jurídica en Co-

lombia” se entendió como la creciente insatisfacción 

entre los estudiantes, alumnos, profesores y ciudada-

nos por la incapacidad de la educación jurídica tradi-

cional para enfrentar tanto los retos impuestos por el 

nuevo contexto nacional e internacional, como por el 

nuevo derecho, tal como lo establece un estudio ade-

lantado por el Ministerio de Justicia de la época (Re-

pública de Colombia: Ministerio de Justicia, 1995). 

Los problemas principales identificados en el estudio 

eran un enfoque excesivamente generalista (“la visión 

panorámica”) del currículo, incapaz de ofrecerle a los 

estudiantes oportunidades de trabajo nuevas e inte-

resantes, diferentes a los roles tradicionales de la abo-

gacía; un énfasis en la memorización de datos en 

detrimento tanto del desarrollo de un pensamiento 

crítico, como de habilidades investigativas; un currí-

culo centrado en formar a los estudiantes en materias 

técnicas y procesales en lugar de hacer un mayor én-

fasis en un enfoque más ético y humano de su for-

mación que les permita ejercer su carrera desde un 

enfoque más social y en servicio de la comunidad; un 

currículo desactualizado respecto de las necesidades 

del país; y un programa de estudios centrado más en 

la enseñanza de procedimientos formales que en el 

derecho sustantivo (pp. 87-94).

Como consecuencia del diagnóstico anterior, en 

1997 la Facultad adoptó una amplia reforma curricular, 

adoptando como objetivo central del nuevo programa 

de estudios la aprehensión contextualizada e interdis-

ciplinaria del Derecho. Adicionalmente renovó de ma-

nera enfática su compromiso por promover el uso de 

métodos activos de enseñanza y aprendizaje.

Análisis del currículo: perspectivas
En un intento por entender las perspectivas edu-

cativas que subyacen al currículo de Derecho de la 

Universidad de los Andes, he adecuado un marco 

conceptual derivado de las teorías educativas críticas 

(Beber & Apple, 1998; Kliebard, 1998; Pinar et al., 

2000) para analizar las perspectivas educativas más 

importantes que se encuentran presentes en la evo-

lución de la educación jurídica.

Aunque no todos los modelos educativos usados 

dentro de mi análisis han alcanzado el estatus de “pa-

radigma” en un estricto sentido kuhniano (Kuhn, 1962), 

en mi esfuerzo por entender el currículo de Derecho he 

identificado los diferentes modelos de educación jurídi-

ca propuestos en los últimos dos siglos con los corres-

pondientes paradigmas educativos, en el sentido de 

“perspectivas” adoptado por Pinar (2000): 

Por paradigma entendemos la constelación de 

reglas, dominios, presunciones, teorías, narrativas y 

valores que gobiernan y estructuran una disciplina 

en un momento histórico específico. En términos 

más sencillos, un paradigma es una perspectiva que 

dictamina, por ejemplo, en qué dirección debe ir la 

investigación, qué constituye el conocimiento legí-

timo, y quién es un portavoz legítimo de dicho cam-

po (Pinar, p. 12)

Los paradigmas educativos que he identificado 

en la educación jurídica son la mentoría, la escuela 

vocacional, el ideal universitario o académico, el fun-

cionalismo, la reforma y el reconstruccionismo socia-

les. Cada currículo de Derecho usado o propuesto 

como modelo educativo en la historia reciente de la 

educación jurídica, puede ser leído a través de estos 

modelos.

El modelo de mentoría se entiende como el apren-

dizaje del Derecho por medio del ejercicio de la pro-

fesión y de la imitación de lo que hacen los abogados, 

tal como un aprendiz lo haría en el taller del maestro. 

Aunque es difícil reconocerlo como un paradigma, ha 

sido un modelo recurrente en la educación profesio-

nal desde 1700.

El modelo vocacional transmite la idea de dominar 

las reglas de a la profesión, y corresponde a las es-
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cuelas vocacionales desde finales del siglo XVIII has-

ta bien entrado el siglo XVIII.

El modelo académico, tal como es entendido por 

Langdell (1887) y sus discípulos, se inspiró en la tra-

dición del derecho civil que concibe las reglas legales 

como derivadas de principios generales y abstractos; 

con el estudio de casos se busca inducir, a partir de 

ellos, dichos principios generales; este modelo fue 

denominado el estudio “científico” del Derecho. Aun-

que este enfoque logró abrirse camino en la educa-

ción jurídica en el ámbito universitario, hasta el pun-

to de poder considerarse actualmente como el para-

digma del ideal universitario, al menos en el medio 

anglosajón, el carácter auténtico del método de casos 

y de todo el enfoque de Langdell es hoy día difícil-

mente considerado científico, pues, tal como se ha 

generalizado su uso, este se orienta más hacia el 

ejercicio de la abogacía basado en el dominio de las 

reglas de lo que se pretendía inicialmente, que era la 

ejercitación del razonamiento jurídico.

El modelo funcionalista se inspiró en las ciencias 

del comportamiento y el pragmatismo, entendiendo 

el estudio científico del Derecho en un nuevo sentido: 

en lugar de comprender el estudio del derecho como 

la formulación de reglas o principios jurídicos, impli-

caba el estudio de situaciones fácticas complejas, 

conectadas en mayor grado con la psicología y so-

ciología que con las normas. Las ciencias sociales eran 

más útiles que los códigos para predecir y explicar las 

actuaciones de los jueces.

Luego de los movimientos sociales de derechos 

civiles de los sesenta y setenta, las exigencias por 

una mayor responsabilidad social y conciencia crítica 

se concretaron en propuestas curriculares que difí-

cilmente podríamos llamar “paradigmáticas” en es-

tricto sentido, si consideramos su posición marginal 

y el hecho de que muchas veces han sido excluidas 

y otras veces integradas en el discurso, verdadera-

mente paradigmático, del mercado y la eficiencia. 

De acuerdo con su bajo o alto carácter radical, estas 

propuestas pueden distinguirse entre modelos de 

reforma y modelos de reconstruccionismo social. La 

primera categoría abarca la educación clínica inspi-

rada en exigencias de responsabilidad social; mien-

tras la segunda comprende los Critical Legal Studies 

(CLS; estudios jurídicos críticos), y los estudios femi-

nistas y antiracistas. 

Un currículo como el de la facultad no puede 

inscribirse dentro de una única perspectiva teórica 

de las arriba mencionadas. Aunque históricamente 

la educación jurídica en Colombia ha sido heredera 

de la Europa Continental y de su enfoque humanis-

ta o clásico de la educación y su visión enciclopédi-

ca del currículo, a través del transplante e intercam-

bio cultural de las últimas décadas, Colombia ha 

venido adoptando los aspectos de las tendencias 

legales en educación mas importantes de los últimos 

dos siglos. 

En principio, la mentoría y la escuela vocacional 

fueron perspectivas formalmente excluidas del con-

cepto de la educación general universitaria en Co-

lombia, derivada de la tradición continental europea. 

Sin embargo, permean la discusión sobre el currícu-

lo de la Facultad de Derecho, dadas las críticas de los 

abogados en ejercicio (tanto dentro como fuera de 

la universidad), que preferirían que los graduandos 

estuvieran mejor entrenados para trabajar en sus 

oficinas, y de los mismos estudiantes, quienes no 

encuentran práctico estudiar tanta “teoría” que no 

les será útil cuando salgan a la vida profesional. 

La orientación de la educación profesional hacia 

la formación vocacional ha resurgido en tiempos re-

cientes en la forma de la “Educación Basada en Com-

petencias” que desde hace una década viene empu-

jando a la universidad a acercarse más al mundo 

productivo y de preparar mejor a los egresados para 

el mundo del trabajo (UNESCO, 1998). 

Las tensiones que surgen de la combinación de 

estos dos enfoques (educación general y entrena-

miento vocacional) en la conformación del currícu-

lo actual parecen ser más el resultado de pretender 

incluir todos los intereses que de un proceso de pla-

neación racional. Evidencias de ello se encuentran 

en cualquier parte. Sin embargo, que el actual dise-

ño privilegie las características innovadoras, como 

el desarrollo de habilidades críticas por encima de 

las nociones simplistas de transmisión de informa-

ción legal vigente, representa un reto frente a las 

visiones tradicionales sobre la educación jurídica que 

lo asumen como un asunto puramente destinado al 

entrenamiento para el ejercicio de un cierto rol pro-

fesional.

Una noción académica humanista se evidencia 

en la idea de la educación jurídica como educación 

general, dada la estructuración del ciclo básico alre-

dedor de los temas mas importantes y tradicionales, 

algunos invariables desde el siglo XIX, y en la exis-

tencia del Ciclo Básico Uniandino (CBU) basado en 

el principio de que “cualquier persona educada ha 

tenido exposición académica como mínimo alrededor 

de temas como Arte y Humanidades, Ciencias Socia-

les y Ciencia y Tecnología”:
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	 Con la firme convicción de que una educación 

más amplia provee las bases para enfrentar el 

mundo cambiante y globalizado, la Universidad 

ha propendido desde su fundación por proveer a 

sus estudiantes una formación integral. En 

consecuencia, todos los estudiantes reciben 

educación en áreas diferentes a aquellas de sus 

programas de pregrado. La educación 

complementaria se ofrece a partir de una serie de 

cursos incorporados dentro del plan de estudios, 

con el objeto de ampliar las oportunidades 

abiertas a los estudiantes, motivándolos a tener 

experiencias de aprendizaje adicionales, tales 

como programas de “estudie trabajando”, e 

intercambios académicos (página web de la 

Universidad de los Andes). 

La influencia de un enfoque funcionalista se evi-

dencia en la inclusión en el currículo de un ciclo de 

contextualización, con el objeto de ofrecer a los es-

tudiantes una orientación hacia las ciencias sociales, 

especialmente economía y ciencia política, permitién-

doles en consecuencia entender mejor la interdepen-

dencia entre el Derecho y su contexto social. Este 

enfoque hace parte del currículo de manera trans-

versal, lo que significa que cada curso dogmático fue 

diseñado con el objeto de ayudar a los estudiantes a 

entender las disonancias entre el Derecho en el papel 

y el Derecho en la realidad.

Las ideas de reforma y reconstruccionismo social, 

hicieron su aparición en el currículo de Derecho en 

Los Andes a comienzos de los noventa, con el naci-

miento del área de Teoría Jurídica, área desde la cual 

la Facultad comienza a ejercer una importante in-

fluencia en otras facultades del país. Estas perspec-

tivas están presentes en la reforma en materias como 

Sociología Jurídica (originalmente denominada “Re-

tos al Derecho”), Historia de las Instituciones Jurídicas, 

Derecho Comparado, Teoría del Derecho Privado y 

Teoría del Derecho Público. Además, los métodos de 

enseñanza de la Facultad que hacen énfasis en prác-

ticas democráticas e igualitarias, como es el caso del 

PBL, pueden incluirse dentro de dicho enfoque de la 

educación jurídica. Finalmente, el Consultorio Jurídi-

co comparte esta misma perspectiva, al incluir en la 

formación de los futuros abogados elementos de 

función social y, más recientemente, con el trabajo 

en temas de Derecho de interés público.

En este sentido, el currículo vigente en la Facultad 

representa una revolución radical en la educación 

jurídica. Su adopción representa un desafío al currí-

culo mayoritariamente implementado en las faculta-

des de derecho colombianas y latinoamericanas des-

de el siglo diecinueve, y una manifestación clara de 

que están apareciendo en la escena nuevos enfoques 

para la educación jurídica. Una importante fuente de 

dificultades resulta, obviamente, de la coexistencia 

de antiguas y nuevas ideologías dentro de un mismo 

proyecto.

Propósitos y contenido
El documento de la reforma (Universidad de los 

Andes: Facultad de Derecho, 1997) propone el nue-

vo currículo como respuesta a las principales pre-

ocupaciones explicitadas en el Informe del Ministe-

rio de Justicia (Colombia, 1995) relacionadas con la 

educación jurídica tradicional. Considerando las nue-

vas instituciones legales introducidas por la Consti-

tución Política de 1991 (el Estado Social de Derecho 

y la democracia participativa), uno de los objetivos 

principales de la reforma al currículo consistió en 

adaptarlo a tales instituciones. Paralelamente se bus-

có darle flexibilidad al programa de estudios, dejan-

do campo para materias básicas y especializadas de 

acuerdo con la vocación de cada estudiante, ofre-

ciendo más cursos interdisciplinarios, integrando 

cursos individuales de acuerdo con las áreas princi-

pales de estudio, haciendo énfasis en derecho com-

parado e internacional y ampliando el espacio para 

materias electivas (Ver Tabla 3).

De acuerdo con el citado documento, la reforma 

se propuso hacer prevalecer los métodos activos de 

enseñanza frente a la simple transmisión de informa-

ción, priorizar la participación activa de los estudian-

tes en su proceso de aprendizaje, poner la carga del 

aprendizaje en ellos, desarrollar habilidades de razo-

namiento, interpretación y pensamiento crítico, y ela-

borar materiales de estudio que combinaran la teoría 

con la práctica. En lo relacionado con las evaluaciones, 

el objetivo era integrarlas a lo largo del desarrollo del 

programa de estudios; en cuanto a la investigación, 

el objetivo era preparar mejor a los estudiantes y mo-

tivarlos hacia esta por vía de permitir la participación 

de los estudiantes como asistentes de investigación 

en los proyectos adelantados por los profesores y por 

el centro de investigaciones de la facultad (CIJUS).

El programa de la Facultad claramente prioriza los 

objetivos de aprendizaje de nivel superior respecto 

de la mera adquisición de información (Bloom, 1969). 

Esto es evidente en la reducción e integración de las 

materias, mediante la cual se renuncia a la pretensión 

de cubrir todos los temas, privilegiando a su vez la 
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aprehensión y entendimiento contextualizado de los 

mismos, su integración con los temas conexos, y el 

desarrollo de habilidades críticas, analíticas y de so-

lución de problemas (Universidad de los Andes: Fa-

cultad de Derecho, 1997).

Los diseñadores de la reforma tomaron la de-

cisión de darle prioridad a la educación general 

por encima del entrenamiento para la vida laboral, 

aunque algunos aspectos del programa se orien-

tan también hacia el entrenamiento, aunque no 

desde un único rol predefinido. Es importante 

diferenciar el enfoque de la educación jurídica 

como educación general (Levine, 1993) de una 

educación jurídica generalista, orientada a ofrecer 

a los estudiantes una visión “panorámica” del 

Derecho, mencionada antes y que se entiende 

como una presentación sistemática de las estipu-

laciones normativas establecidas en los códigos y 

las leyes (Damaška, 1968)

Lo que está implícito en esta concepción es que 

la educación jurídica entendida como educación 

general, atiende a propósitos educativos superiores 

frente a aquellos que persigue el mero entrena-

miento para un cierto rol profesional. Desde esta 

perspectiva, el estudio del Derecho pretende llevar 

de la mano a los estudiantes hacia un crecimiento 

intelectual, adquiriendo habilidades cognitivas co-

munes a todas las disciplinas de alto nivel. La edu-

cación jurídica general pretende ser una educación 

multipropósito, que no solo se dirija a una cierta 

práctica del Derecho, sino a cualquier otro tipo de 

práctica profesional. Una educación general, se 

entiende que prepara mejor a los futuros profesio-

nales para enfrentar el cambio, de lo que puede 

hacerlo la enseñanza de las normas en vigor. Un 

supuesto clave es que la educación general prepa-

ra mejor para la práctica, cuando dicha práctica se 

entiende en términos amplios.

Además de la versatilidad que se espera que una 

educación general le proporcione, existe un acuerdo 

más o menos generalizado sobre las habilidades que 

un recién graduado de Derecho requiere para des-

empeñarse como abogado, y es precisamente la con-

secución de dichas habilidades hacia lo que el currí-

culo de la Facultad está dirigido: habilidades argu-

mentativas, críticas e investigativas, de solución de 

problemas, aprender a aprender, conocimiento inter-

disciplinario y contextualizado, etc. (Universidad de 

Los Andes: Facultad de Derecho, 1997).

En pocas palabras, el currículo oficial asume que 

la Facultad debe ofrecer una educación general que 

permita a los graduados destacarse profesionalmen-

te en diferentes campos, inclusive por fuera del De-

recho, proporcionando a su vez una fuerte prepara-

ción profesional para ejercer el Derecho y entrenan-

do a los futuros abogados en las habilidades reque-

ridas para realizar las tareas a la que deban enfren-

tarse en su vida profesional. 

No es posible asumir que esta variedad de obje-

tivos necesariamente lleve a su incumplimiento pero, 

dada la dificultad evidente de lograr ambas metas y 

las eventuales contradicciones entre una y otra, al-

canzarlas requeriría de un plan cuidadoso para ofre-

cer a los estudiantes una variedad de experiencias 

articuladas y significativas que les permitan desarro-

llar tanto una educación general, como el entrena-

miento en función de la adquisición de habilidades 

y competencias profesionales. La simple yuxtaposi-

ción de los diferentes enfoques resultaría ser simple-

mente contraproducente.

La organización del currículo
El plan de estudios de cinco años fue dividido en 

tres etapas denominadas “ciclos”. El primer año cons-

tituye el “ciclo de contextualización”. Las materias 

planeadas dentro de este primer año debían tomar-

se en el área de ciencias sociales (especialmente en 

filosofía y ciencia política) y economía. Sin embargo, 

hay una superposición entre el ciclo de contextuali-

zación de la Facultad, y el Ciclo Básico Uniandino 

(CBU). El CBU es lo que la universidad ofrece como 

un currículo básico, lo que todos los graduandos de 

la Universidad de Los Andes tienen en común sin 

importar su campo de estudio (aunque hay alguna 

flexibilidad en relación con la elección de materias 

dentro del CBU). Sin embargo, de acuerdo con las 

políticas de la Universidad, la Facultad no puede res-

tringir las opciones de sus estudiantes a aquellos 

cursos que tendrían una función de contextualización 

para Derecho. En consecuencia, los estudiantes pue-

den escoger entre los cursos de CBU aquellos que 

compondrían su ciclo de contextualización, a partir 

de una lista ofrecida por las áreas de humanidades, 

ciencias sociales, y ciencia y tecnología, sin recaer 

mucho en su función de contextualización.

El segundo, tercero, y parte del cuarto año se 

llamaron el “ciclo básico”. A lo largo de este ciclo 

se enseñarían los temas fundamentales de las áreas 

básicas del Derecho. La reforma pretendía que estos 

cursos cumplieran la función de integrar y estructurar 

las disciplinas jurídicas más importantes. Una política 

metodológica complementaria limitó además el uso 
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de clases magistrales a un máximo de 30% de las se-

siones a lo largo de los cursos básicos de Derecho.

Dado que las materias incluidas en este ciclo son 

los cursos obligatorios de la carrera de Derecho, la 

discusión sobre qué debe incluirse dentro del mismo 

está aún vigente en la Facultad. Es aquí entonces 

donde la reducción de materias es más notoria. Ya 

que algunas materias tradicionales fueron reempla-

zadas por versiones resumidas, otras excluidas, y nue-

vos cursos enfocados hacia el desarrollo de habilida-

des fueron introducidos, es claro que la cantidad de 

información transmitida es menor que en otros cu-

rrículos tradicionales de Derecho. Fue una decisión 

que tomó la Facultad, pero las críticas por haberlo 

hecho han afectado desde el comienzo las posibili-

dades de éxito de la misma. 

De esta manera, en lugar del curso teórico tradi-

cional de Derecho Constitucional General seguido 

por dos cursos de Derecho constitucional colombia-

no (uno sobre la organización del Estado y el proce-

so legislativo, y otro sobre la carta de derechos), la 

reforma estableció como requisito básico tan solo un 

curso de Derecho constitucional, en el que la teoría 

del Derecho constitucional debía aprenderse junto 

con las características específicas del Derecho cons-

titucional colombiano. Todo esto debía hacerse a 

través de un currículo basado en PBL en lugar de 

clases magistrales, el método antiguo. Adicionalmen-

te, esta materia fue diseñada para ser complemen-

tada con un curso de Argumentación dedicado al rol 

del juez constitucional, en el que las decisiones de la 

Corte Constitucional son analizadas.

Hay otras áreas en que la reducción de los cursos 

fue aún mayor, como por ejemplo en Derecho Ad-

ministrativo, que pasó de tres materias sustantivas, 

Teoría General del Derecho Administrativo, Derecho 

Administrativo Colombiano I (Sujetos del Derecho 

Admnistrativo y Actos Administrativos) y II (Contra-

tos Administrativos), y una de procesal (Procesal 

Administrativo), a un curso denominado “Derecho 

Administrativo”. Por su parte Derecho Penal pasó 

de 3 cursos (Derecho Penal General, Especial y Pro-

cesal) a un curso denominado “Derecho Penal”, así 

como Derecho laboral pasó de tres cursos (Derecho 

Laboral Individual, Colectivo y Procesal Laboral) a 

uno solo llamado “Relaciones Laborales”. El área de 

Derecho Civil no sufrió tantas reducciones, pero 

tuvo sin embargo que integrar entre sus cursos va-

rios temas que eran enseñados tradicionalmente en 

otras áreas, como Derecho Comercial y Administra-

tivo. Derecho Comercial pasó de tres cursos a nin-

guno dentro del ciclo básico, aunque a partir del 

primer semestre de 2005 se reintrodujo en el ciclo 

básico un curso de Derecho Comercial General.

El área de Derecho Procesal merece algunas con-

sideraciones particulares, dado que parece ser la más 

“afectada” por la reforma. La reducción fue de ocho 

a tres materias. Así, Teoría General del Proceso, Pro-

cesal Civil General y Procesal Civil Especial fueron 

integrados dentro del curso denominado “Procedi-

mientos”. Otros procedimientos especiales como La-

boral, Administrativo y Penal debían enseñarse como 

parte de los correspondientes cursos de derecho 

sustantivo, de manera integrada (por ejemplo, De-

recho Procesal Administrativo debía enseñarse en 

Derecho Administrativo y en ¿Qué es lo Público?). 

Con esto se pretendía contrarrestar la fragmentación 

entre el derecho sustantivo y el derecho procesal que 

hace tan difícil que los estudiantes comprendan cómo 

funciona el derecho en realidad. Al estudiarlo de 

manera integrada, le encontraría un verdadero sen-

tido a los cursos de Derecho Procesal.

La mitad del cuarto y quinto año constituyeron lo 

que se denominó el “ciclo de concentración”. Este 

ciclo funciona como una opción, en la que los estu-

diantes escogen concentrarse en Derecho Privado, 

Público, o Teoría Jurídica. Aunque fue originalmente 

diseñado para contener cursos electivos, de hecho 

algunas materias ubicadas dentro de este ciclo fun-

cionaban como básicas, siendo obligatorias para los 

estudiantes sin importar su área de concentración, 

tales como Hermenéutica Jurídica, ¿Qué es lo Públi-

co? y Derecho de la Empresa. Así, la lucha por incluir 

más cursos básicos en el tercer ciclo hizo que el ciclo 

de concentración desde el comienzo fuera una mez-

cla entre materias obligatorias y opcionales3.

3 / Como resultado de dichas presiones, y del cíclico triunfo de 
la tradición, en el año 2005 se introdujeron algunos ajustes con 
el objetivo de ìreforzar cualitativamente el ciclo de formación 
básica y flexibilizar el ciclo de concentraciónî. Los ajustes fueron 
los siguientes: 
1.	I nclusión de tres (3) materias nuevas: Derecho Internacional 
Privado(Derecho Internacional II), Derecho Penal Especial y 
Derecho Procesallaboral (en el Consultorio Jurídico). 
2.	T raslado de materias del Ciclo III al Ciclo II: Sociedades, 
Títulos Valores, Acciones Públicas (Derecho Contencioso 
Administrativo) y Procesos Ejecutivos y Declarativos. 
3.	S e eliminaron los cursos de Ensayo y Realidad Social 
(Argumentación II) de segundo semestre. Los objetivos de este 
curso y su contenido específico, son retomados en el curso de 
Sociología Jurídica. El Curso de Hacienda Pública se eliminó y se 
convirtió en optativa del área de Público. El marco constitucional 
de la Hacienda Pública, en todo caso, se absorbe en el curso de 
Derecho Constitucional. El Curso de Mediación, Negociación 
y Conciliación (argumentación VII) se eliminó y su contenido 
sustancial se incorporó en los cursos de derecho procesal.  
4.	S e eliminaron los cursos obligatorios de las áreas de 
Concentración de público y privado en el Ciclo III. La Facultad 
decidió ofrecer materias 
facultativas para que los estudiantes enfoquen su concentración 
en materias de su interés. Sólo para los estudiantes que optan 
por la Concentración de Teoría Jurídica, los cursos de Teoría del 
Derecho Público y Teoría del Derecho Privado, continúan siendo 
obligatorios. En la práctica, la concentración quedó reducida a 
menos de un semestre de la carrera.
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La organización del currículo de la Facultad se 

había propuesto superar las limitaciones de los currí-

culos de Derecho tradicionales estructurados alrede-

dor de unas materias divididas por disciplinas acadé-

micas que conlleva a una fragmentación en la adqui-

sición de conocimiento. Hecho que se evidencia en 

la dificultad que presentan los estudiantes para inte-

grar diferentes materias para lidiar con un problema 

real o cercano a la vida real.

El currículo de la reforma también se orientó 

hacia la preparación para el trabajo, estructurando 

los cursos de Argumentación alrededor de los dife-

rentes roles que ejercen los abogados (el juez cons-

titucional, el abogado defensor en materia penal, 

el litigante en derecho privado y el mediador) y de 

las áreas de estudio más importantes del Derecho 

(constitucional, administrativo, privado, laboral, 

etc.). Sin embargo, puede decirse que el currículo 

combina este nuevo enfoque, inspirado en el ejer-

cicio de la profesión, mientras conserva a la vez una 

perspectiva tradicional, que organiza el currículo 

según la estructura de las disciplinas en su versión 

“académica” que va desde lo general (cursos bási-

cos introduciendo conceptos básicos) hacia lo par-

ticular (cursos especializados en el ciclo de concen-

tración).

Aunque los documentos sobre la reforma del cu-

rrículo hacen énfasis en el desarrollo de objetivos de 

aprendizaje de orden superior, como lo hacen los 

currículos orientados por competencias, el currículo 

de la reforma no se organizó alrededor del desarrollo 

progresivo de habilidades, como supondría el enfo-

que basado en competencias. En efecto, no parece 

existir ninguna diferencia entre la clase de trabajos 

que se requieren de los estudiantes a lo largo de los 

diferentes ciclos, o una línea de desarrollo que se 

pueda trazar entre las siete materias denominadas 

“Argumentación”. Con el tiempo, se ha establecido 

una diferenciación entre los ciclos, más a partir del 

nivel de especialización de los contenidos que se es-

tudian, que según los grados de habilidad o tipos de 

destreza que en cada uno se desarrollan.

Evaluación del aprendizaje  
a lo largo del programa de estudios
Otra novedad del nuevo programa son los llama-

dos “exámenes de facultad”. Mientras que en los 

programas de Derecho tradicionales en Colombia los 

exámenes preparatorios se realizan sólo al final de 

los estudios, los exámenes de facultad son pruebas 

integradoras que se hacen al finalizar cada uno de 

los tres ciclos de la carrera, distintas de los exámenes 

de los cursos individuales.

Los Exámenes de Facultad tienen por finalidad 

evaluar la capacidad del estudiante para contextua-

lizar el Derecho (primer ciclo); manejar conocimientos 

jurídicos fundamentales, integrar y relacionar con-

ceptos, ubicar instituciones dentro del sistema jurídi-

co y resolver problemas complejos (segundo ciclo); y 

finalmente, medir la profundidad del conocimiento 

del área de concentración y dominio de temas co-

rrespondientes (tercer ciclo).

La implementación del currículo
El reto mas grande que enfrentaba una reforma 

tan ambiciosa como esta era, por supuesto, su im-

plementación. A pesar de avances importantes y de 

innovaciones introducidas en muchos de los cursos 

de la reforma, muchas de las cosas que se planearon 

quedaron en el papel y algunas otras han vuelto a su 

versión tradicional con el paso de los años. Para en-

tender las dificultades que enfrentó su implementa-

cion, debe tenerse en cuenta que la reforma en la 

Facultad comenzó con un pequeño grupo de profe-

sores de tiempo completo, liderados por el Decano, 

que la diseñó. Luego se discutió el proyecto de re-

forma con varios grupos de interés: profesores de 

cátedra, estudiantes, graduandos, y ex-Decanos. Sin 

embargo, faltó muchísimo consenso, ya que ante 

estos grupos el proyecto fue presentado como algo 

que debía ser y sería implementado. A pesar de al-

gunas negociaciones que derivaron en pequeños 

ajustes, la reforma fue presentada a los mayores gru-

pos de interesados como una decisión política ya 

tomada. Así fue percibida la situación, especialmen-

te por los profesores de cátedra (abogados en ejer-

cicio y funcionarios que son vinculados únicamente 

por las horas de clase que efectivamente dictan, esto 

es, por hora-cátedra), quienes no solo se sintieron 

excluidos de las discusiones sobre la reforma, sino 

también amenazados por creer que posiblemente no 

tenían cabida en la enseñanza del nuevo currículo 

(circunstancias estructurales junto con problemas 

presupuestales habrían hecho eso imposible para ese 

entonces y en la actualidad, aunque el temor no era 

infundado) (A. Molina, Entrevista, marzo 15 de 

2004).

Aunque la discusión sobre la reforma comenzó 

en 1995, esta fue diseñada e implementada en me-

nos de un año. Entre el segundo semestre de 1996 

y el primero de 1997, la reforma pasó del papel a la 

realidad, sin mucho tiempo para asegurar que las 
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nuevas materias lograrían las metas establecidas. Los 

estudiantes que entraron a la carrera el segundo se-

mestre de 1997 debieron tomar obligatoriamente el 

nuevo currículo; aquellos que habían empezado el 

primer semestre de ese mismo año, tuvieron la op-

ción de entrar en el nuevo currículo, y lo hicieron. Las 

materias que este grupo de estudiantes tomarían, 

fueron diseñadas durante el semestre inmediatamen-

te anterior.

Una gran parte del trabajo reformador recaía 

en los profesores de planta de tiempo completo. 

Algunos miembros del comité para la reforma ex-

presaron su escepticismo sobre la posibilidad de 

reconceptualizar el Derecho sin tener de antemano 

tanto los materiales de enseñanza, como los pro-

fesores que deberían responder y ser responsables 

por el nuevo enfoque (N. Espinel, Entrevista, enero 

30 de 2004). De hecho, estaban parcialmente en 

lo correcto. Con altas cifras de rotación del grupo 

de profesores de tiempo completo, y mucho es-

cepticismo entre los profesores de cátedra y los 

nuevos, muchas cosas fueron rápidamente readap-

tadas a los viejos usos, y algunas de hecho, nunca 

fueron rediseñadas:

“Algunos profesores fueron escépticos. El De-

cano decidió en contra de sus temores haciéndola 

[la reforma]. Los profesores de planta estaban se-

riamente comprometidos con la reforma, apoyán-

dola firmemente. Los disidentes eran externos, pro-

fesores de cátedra y medio tiempo. Entiendo que 

tuvieran razones emocionales y teóricas. Trabajan-

do como lo hacen, dentro de una visión legalista, 

creen firmemente que la única forma de ser fun-

cional dentro del sistema es enseñando de la mis-

ma manera. Ellos pensaban: “Si enseñamos algo 

diferente, los estudiantes no sabrán lo que necesi-

tan saber”. No tenían el tiempo para entrenarse y 

planear el nuevo programa. Su prestigio profesio-

nal ya no era relevante para la Facultad. Su cono-

cimiento ya no era importante, a menos que estu-

vieran dispuestos a criticarlo. Era obsoleto. No es-

taban comprometidos con la educación si no con 

sus carreras profesionales. Al principio su oposición 

no iba en detrimento de la reforma ya que el De-

cano estaba firmemente convencido de lo que es-

taba haciendo; él trató de convencerlos o al menos 

de evitar su oposición, ofreciéndoles pequeñas 

concesiones. Pero con el paso del tiempo ganaron 

disidentes internos. Los chismes externos comen-

zaron a erosionar la fe del grupo. Algunos de no-

sotros estábamos comprometidos con proyectos 

totalmente innovadores, pero después del furor de 

los primeros dos semestres, hubo un proceso de 

desgaste y estabilización. Era más fácil echarse para 

atrás. Cuando cometíamos errores los corregíamos 

volviendo a lo que sabíamos. Tres años después 

había muchísimas tensiones y dificultades, ya que 

muchas cosas estaban como antes, a pesar de que 

el plan era rediseñarlas. Los cursos dogmáticos, por 

ejemplo, no cambiaron. Cambiamos los métodos 

de enseñanza, eliminamos algunas materias y crea-

mos otras, pero la mayoría de los cursos tradicio-

nales se quedaron igual. Aunque, insisto, el plan 

era cambiarlos” (N. Espinel, Entrevista, enero 30 de 

2004).

Las dimensiones sociopolíticas del currículo
Contrario a lo que muchos educadores suponen, 

las decisiones curriculares no se toman con base en 

la mejor evidencia sobre el conocimiento, habilidades, 

valores o aptitudes que los egresados deben poseer 

al momento de graduarse, ni con base en lo que los 

estudios empíricos sobre el aprendizaje han demos-

trado, ni con base en las mejores prácticas educativas 

documentadas en un determinado momento. Múlti-

ples factores entran en juego a la hora de configurar 

el currículo, y entre ellos no deben pasarse por alto, 

so pena de promover reformas ingenuas, los aspectos 

sociopolíticos que están presentes siempre y que pue-

den jugar y de hecho, juegan en contra de un deter-

minado diseño o cambio curricular en cualquiera de 

los ámbitos educativos. 

Para entender las dimensiones sociopolíticas del 

currículo de Derecho, a continuación haré uso de los 

cuatros conceptos que Young (1971) y Bernstein 

(1971) introdujeron para explicar la organización social 

del conocimiento: especialización, apertura, estrati-

ficación y estatus, los cuales resultan particularmente 

iluminadores a la hora de entender las reticencias del 

profesorado hacia adoptar el nuevo currículo, algunos 

de los retos a lo que se enfrentaron quienes lo pla-

nearon y desarrollaron, y ciertos enfrentamientos vi-

gentes en torno al mismo.

La especialización del currículo considera has-

ta qué nivel se debe reducir su alcance. De acuer-

do con Posner (1995), la discusión sobre en qué 

punto del programa de estudios debe ocurrir la 

especialización en el currículum es perenne (p. 

148). Como se ha mencionado antes, la educa-

ción jurídica en Colombia ha sido tradicionalmen-

te general, lo cual quiere decir que el currículo 

de cinco años se orienta a ofrecer una visión pa-
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norámica de las principales disciplinas. Las críti-

cas persistentes sobre las limitaciones prácticas 

de una educación jurídica que ofrece amplio cu-

brimiento pero poca profundidad (Colombia, 

1995), motivaron las reformas de la Facultad 

hacia reducir el alcance de la visión panorámica 

dando espacio para un cierto nivel de especiali-

zación, destinando cinco semestres para la visión 

panorámica, y tres para la especialización en al-

guna de las tres áreas (Derecho Privado, Derecho 

Público, y Teoría Jurídica). A pesar de la insatis-

facción frente al enfoque tradicional, las discu-

siones sobre la idea de la especialización resul-

taron inacabables. Desafortunadamente, en lu-

gar de discutir cual sería el mejor alcance y de-

finición de las áreas de concentración con inten-

ción de maximizar su potencial, lo que mas se 

escucha a diario en la Facultad son quejas de los 

diferentes sectores sobre los innumerables temas 

“básicos” que se quedan sin aprender los estu-

diantes al escoger un área u otra. La visión tra-

dicional sigue presionando hacia un currículo 

obligatorio de cinco años como la única forma 

de asegurar la enseñanza de los temas “bási-

cos”. 

La negociación entre las dos tendencias ha te-

nido dos efectos negativos. Primero, la necesidad 

de incluir dentro de las áreas de concentración todo 

lo que fue dejado por fuera del ciclo básico ha de-

rivado en áreas demasiado amplias y poco defini-

das, lo que ha dificultado el efecto de una verda-

dera especialización después de los tres semestres 

de concentración. La segunda consecuencia radica 

en que, con el paso del tiempo, el límite entre las 

materias obligatorias y optativas se fue corriendo 

progresivamente dentro de la Facultad hacia un 

enfoque más conservador del currículo4, reducien-

do la oferta de electivas a la vez que se hacen 

obligatorias más materias. En consecuencia, es di-

4 / El proyecto original de reforma consistía en seis semestres 
obligatorios y cuatro semestres de concentración. Las discusiones 
iniciales con los profesores de cátedra generaron un séptimo 
semestre mixto, incluyendo dos materias obligatorias: Derecho 
de Familiar y Hacienda Pública. Luego cuando cada una de las 
áreas se estaba diseñando, la presión por incluir lo que se había 
dejado por fuera llevó a la inclusión de un curso obligatorio de 
cada área diferente a aquella escogida por el estudiante. Una 
de las modificaciones más recientes consistió en reconocer que 
si esos cursos básicos eran obligatorios, su ubicación adecuada 
debía ser el ciclo básico y no el ciclo de concentración. En 
consecuencia, tres materias más se convirtieron en obligatorias, 
y la totalidad del séptimo semestre fue reconquistado por el 
enfoque tradicional. Yo lo veo como una tendencia de la contra-
reforma. Visiones más optimistas de algunos colegas interpretan 
estos movimientos como las últimas concesiones hechas al 
enfoque tradicional, con el fin de lograr un acuerdo duradero 
sobre el currículo, previniendo que sufra ìcambiosî adicionales 
(Grupo focal: reunión F, marzo 29 de 2004).

fícil decir que la idea original de la especialización 

haya sido exitosa.

El criterio de apertura se refiere al grado de 

integración entre las áreas. El currículo de la refor-

ma pretendía ser ampliamente abierto: prometía 

integrar las áreas de Derecho Público y Privado, el 

derecho sustantivo con el procesal, el Derecho Ci-

vil y el Comercial, la teoría y la práctica, etc. Pero 

como Posner (1995) enfatiza, “las materias no son 

solo cuerpos de conocimiento sino identidades de 

los profesores, de manera que la integración de 

materias amenaza con cambiar la identidad de las 

personas” (p. 148). La verdad de esta afirmación 

se evidencia simplemente observando la resisten-

cia a la integración que se ha presentado en la 

Facultad. 

La historia del caso del curso de Propiedad es 

suficientemente ilustrativa. Era una materia inno-

vadora, que tenía el propósito de reemplazar el 

curso tradicional de Derecho de Bienes, al integrar 

el estudio de las disciplinas del Derecho Privado 

y Público en una única materia, llamada Propie-

dad. La idea base era que la regulación actual 

sobre la propiedad dentro de las sociedades ca-

pitalistas contemporáneas es una mezcla de nor-

matividad y teorías tanto de Derecho Privado 

como Público. El primer reto al que se enfrentaron 

los diseñadores de la reforma fue tratar de en-

contrar profesores dispuestos a dictarla. Los pro-

fesores de Derecho, que generalmente autodefi-

nen su identidad como “privatista” o “publicista”, 

se negaban a lidiar con la “otra” parte del curso, 

alegando no sentirse preparados para hacerlo. 

Una solución provisional consistió en hacer espa-

cio para que dos profesores dictaran el curso a lo 

largo del semestre, cada cual definido a partir de 

una “identidad” diferente. Se invitó a los profe-

sores para discutir el programa en común, y dis-

tribuir los temas entre sí. Aunque se esperaba 

poder integrar el programa a través de la integra-

ción entre los instructores, con el pasar del tiem-

po, el curso se enfrentó a los problemas asociados 

con su propia naturaleza: se había convertido en 

dos mini cursos, dictado cada uno a lo largo de 

siete semanas. La única forma de resolver el pro-

blema fue asignar nuevamente un solo profesor 

para cada curso (C. Rosas, Entrevista, marzo 29 

de 2004). Los profesores de Derecho Público pa-

recen haber abandonado la materia. Durante el 

semestre en observación, se dictaron dos seccio-

nes de la misma, una por un profesor orientado 
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hacia la Teoría Jurídica (análisis económico del 

Derecho), y la otra que, habiendo evolucionado 

hacia el curso “clásico” de Derecho Privado sobre 

propiedad, incluía únicamente dos sesiones en las 

que el profesor hacía una presentación en Power 

Point sobre algunos temas relevantes del Derecho 

Público (Grupo focal: profesores de cátedra, ene-

ro 29 de 2004).

En la práctica en el currículo de la Facultad ha 

habido más bien poca integración. El objetivo de 

integrar los cursos de derecho comercial con de-

recho civil simplemente fracasó, alimentando la 

idea de que el derecho comercial era un vacío del 

programa reformado. En consecuencia, pareció 

“natural” la adición de materias obligatorias de 

derecho comercial ocurrida recientemente (Re-

gistros del Comité Curricular, marzo 29 de 

2004). 

El objetivo de integrar los aspectos procesales 

del derecho contractual con los cursos de obliga-

ciones y contratos también ha fracasado, ya que, 

ante la imposibilidad de cambiar la concepción 

de “su” materia, para adoptar una visión integra-

da del derecho de los contratos, los profesores 

perciben el nuevo contenido como una adición y 

obviamente declaran no tener tiempo suficiente 

para “cubrir” temas “adicionales” a los de los 

cursos existentes (O. Santos, marzo 29 de 

2004).

Algunos buenos ejemplos de integración fue-

ron aquellos cursos en los que confluyeron el es-

tudio de la doctrina y la teoría jurídica, dictados 

por profesores con un profundo conocimiento de 

ambos temas, como ha sido el caso esporádico de 

materias como Derecho Constitucional, Derecho 

de Familia, Teoría del Derecho Privado y Teoría del 

Derecho Público. Desafortunadamente, se ha rea-

lizado más en consecuencia de una iniciativa indi-

vidual que como resultado de una estrategia pla-

neada y sostenida de la Facultad.

La estratificación se refiere al valor diferencia-

do que le es asignado a los diferentes tipos de 

conocimiento (Posner, 1995, p. 148). Como ha 

demostrado el análisis de Kennedy (1983), el cu-

rrículo tradicional en Derecho es altamente estra-

tificado. Le asigna el mayor valor a los cursos de-

dicados a enseñar doctrina o normatividad (lo bá-

sico), considerada como “el derecho”, y el menor 

valor a las materias que pretenden explorar las in-

terconexiones con otras disciplinas, o intentan una 

elaboración teórica, o la crítica a una doctrina. Es-

tas últimas son consideradas “legalmente relevan-

tes” (la periferia5), pero su enseñanza no se equipara 

a la enseñanza del Derecho (R. Arango, documento 

no publicado, 2000). La reforma del currículo trató de 

subvertir esta organización jerárquica. Una estrategia 

consistió en integrar dentro de las materias el análisis 

de teoría y doctrina; la segunda se basó en incluir den-

tro del “Ciclo Básico” los dos tipos de cursos, y no 

simplemente los tradicionales. De acuerdo con la re-

forma, Derecho Penal es tan básico como Historia de 

las Instituciones Jurídicas, y Derecho Administrativo es 

tan básico como Derecho Comparado. Algunos pro-

fesores incluso piensan que la Facultad estaba dándo-

le demasiado protagonismo a los cursos teóricos (den-

5 / Utilizo aquí la distinción centro-periferia desarrollada por 
Duncan Kennedy (1983) para explicar, en el contexto de la 
educación jurídica anglosajona, el predominio del derecho 
privado como el corazón del derecho a pesar de los importantes 
desarrollos ocurridos en otras disciplinas jurídicas (Derecho 
Constitucional, por ejemplo) a lo largo del siglo XX. Kennedy 
argumenta por qué el componente central del currículo de 
derecho es la doctrina, entendida como el conjunto de reglas 
y principios aplicables en materia de contratos, propiedad y 
responsabilidad civil, esto es, ìla enseñanza del derecho tal como 
existía en el siglo XIX: libertad contractual, el carácter sagrado 
del derecho a la propiedad privada, y las múltiples limitaciones a 
la responsabilidad civilî (p. 8).Kennedy (1983) muestra cómo la 
validez de este currículo fue cuestionada a lo largo del siglo XX 
y su carácter conservador se vio modificado substancialmente 
mediante la introducción de cursos de derecho público, estudios 
interdisciplinarios, educación clínica, análisis político y económico 
del derecho etc. La introducción de todos esos elementos, sin 
embargo, parece haber dejado intacta la doctrina del derecho 
privado como el corazón de la educación jurídica. 

En nuestro medio, la introducción en el currículo de temas como 
el derecho laboral y la seguridad social desde mediados del 
siglo pasado, y más recientemente de los temas de derecho y 
sociedad, teorías de la justicia, y los distintos intentos de la última 
década por constitucionalizar el derecho privado, permeando 
su interpretación con argumentos de interés público, así como 
el llamado nuevo derecho, como expresión que recoge los usos 
antiformalistas y políticamente estratégicos del derecho, pueden 
ser considerados procesos paralelos a los descritos por Kennedy 
(1983). Aunque al igual que él lo hace, debemos reconocer que 
todos ellos continúan siendo periféricos con respecto al centro de 
la enseñanza jurídica que sigue estando centrada en el estudio de 
las reglas contenidas en los códigos civil, comercial, procesal, etc. 

La ideología que subyace a esta visión está compuesta según 
Kennedy, de una serie de presunciones acerca de la coherencia 
racional y lógica de las normas del derecho privado que lo 
muestran como auténtico derecho, mientras que la periferia es 
política: 

ìEl centro es el derecho como es, mientras que la periferia es 
un idealÖ El centro es individualista, la periferia es colectivistaÖ 
El centro es unitario y lógico, es el campo del razonamiento 
puramente jurídico que va de los principios y las premisas 
generales a las reglas y soluciones particulares. El resultado 
de ese razonamiento es jurídico y por lo tanto correcto 
independientemente de si está bien o mal en términos éticos. 
El derecho se convierte en una máquina que arroja resultados 
necesarios; ser bueno en el derecho equivale a operar bien la 
maquinaÖ la periferia es el reino de la escogencia, del pluralismo, 
de la textura abierta, de la libertad por oposición a la necesidad 
(pp. 10-11, traducción libre).

Estas creencias están tan firmemente arraigadas en la vida diaria 
de las facultades de derecho que hace casi inevitable que los 
estudiantes consideren como única posibilidad de desarrollo 
profesional la operación de la máquina del derecho. Después de 
todo, es para ese tipo de práctica que las facultades de derecho 
preparan y es en función de ella que definen su misión. 

El argumento de Kennedy (1983) no es solo que esta concepción 
es limitada, sino que es errónea. Para empezar, las normas del 
derecho privado no son coherentes, racionales o unitarias. 
La única forma de verlas como tales es por vía de ignorar sus 
contradicciones internas en donde, por ejemplo, dos visiones 
económicas, una individualista y otra comunitarista se enfrentan 
permanentemente. En segundo lugar, la distinción entre centro 
y periferia es falsa pues dichas contradicciones no se pueden 
entender sin referencia a la periferia: sociología jurídica, análisis 
económico del derecho, proceso político, teorías de la justicia, 
etc. 
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tro de lo que generalmente se incluyen las Argumen-

taciones) en detrimento de cursos de dogmática bá-

sica como Comercial, Administrativo o Derecho Pro-

cesal. De acuerdo con ellos, la Facultad ha optado por 

formar teóricos en lugar de practicantes (C. Tono, En-

trevista, mayo 2 de 2004).	

El resultado es que el currículo reformado no ha 

logrado subvertir por completo la estratificación tra-

dicional, mientras que ha ofrecido un nuevo campo 

de lucha estéril entre “prácticos” y “teóricos”. Los 

estudiantes sufren las consecuencias de este conflic-

to, especialmente, la falta de articulación e integra-

ción entre ambas perspectivas, cuando cada bando 

subestima el punto de vista del otro, y el tipo de edu-

cación que cada uno está ofreciéndoles (Grupo focal 

de estudiantes, febrero 9 de 2004).

El estatus de los cursos individuales está directa-

mente relacionado con la estratificación del currícu-

lo. Contrario a la intención de los reformadores, la 

reforma ha mantenido cursos de primera y segunda 

clase. Varios factores contribuyen a construir el esta-

tus de los cursos. El más evidente es el número de 

cursos asignados de cada área, el número de créditos 

de cada materia, y, como elemento más importante, 

el número de profesores de tiempo completo traba-

jando en el área, así como su prestigio profesional.

Un claro ejemplo de un curso de primera clase 

dentro del currículo es Derecho Constitucional. Varias 

razones contribuyen a su estatus: está ideológica-

mente alineado con la nueva Constitución y su espí-

ritu, es un área de estudio en la que la doctrina y la 

teoría van de la mano naturalmente, hay un grupo 

numeroso de profesores de tiempo completo con 

títulos de Ph. D. en Derecho Constitucional y Teoría 

Jurídica, y el Decano que promovió la reforma es un 

constitucionalista. Finalmente, como en otras áreas, 

es cierto que hay tan solo un curso básico denomi-

nado “Derecho Constitucional”, sin embargo, a di-

ferencia de otras áreas en las que los cursos básicos 

no tienen complemento, esta materia está comple-

mentada por otros dos cursos obligatorios de “Argu-

mentación”: “Juez e interpretación constitucional” y 

“Proceso legislativo y políticas públicas”, este último 

enfocado casi exclusivamente al proceso legislativo. 

Como consecuencia de este diseño, la reducción del 

número de materias en otras áreas no parece haber 

afectado en la reforma el área de Derecho Constitu-

cional. No hay duda de que la propia orientación 

profesional del Decano promotor de la reforma, pri-

mero como Constituyente y luego como Magistrado 

de la Corte Constitucional, jugó un importante rol en 

el diseño de la misma. Finalmente, a partir de crea-

ción de la Corte Constitucional desde 1991, y gracias 

a la cercanía de la Facultad a la misma, surgió una 

nueva e interesante oportunidad profesional para los 

graduandos de la Facultad.

Son varios los cursos afectados por el estatus de 

segundo nivel. El caso del área de Derecho Procesal 

es bastante notorio, ya que sufrió la mayor reducción 

de materias como consecuencia de la reforma, Los 

profesores de Derecho Procesal se quejan constan-

temente, diciendo que el procesal es la “Cenicienta” 

de la reforma curricular (S. Fino, Entrevista, abril 29 

de 2004). Estos reclamos están justificados si se con-

sidera que la reforma redujo el área de ocho a tres 

cursos. Así, Teoría General del Derecho Procesal, De-

recho Civil General, y Procesos Civiles Especiales, 

fueron integradas en un solo curso denominado “De-

recho Procesal”. Los demás procedimiento especiales 

como el laboral, administrativo y penal, se supone 

deberían enseñarse como parte de su correspondien-

te curso “sustantivo”, de manera integral. Aparente-

mente esta promesa no se cumplió, dado que los 

cursos básicos que se empezaron a dictar fueron más 

bien “teorías generales”, y no materias que integra-

ran la teoría y la práctica, ni mucho menos el derecho 

sustantivo y procesal. Los profesores que enseñan 

estas materias las consideran como teorías generales. 

La queja, sin embargo, no toma en cuenta que al 

menos tres de las cuatro Argumentaciones se pla-

nearon como oportunidades para que los estudiantes 

aprendieran Derecho Procesal: Argumentación en el 

Proceso Civil, Argumentación en el Proceso Penal, y 

Negociación, Mediación y Conciliación hacían parte 

de esta área, haciendo el argumento de la reducción 

menos justificable. Sin embargo, los profesores de 

Derecho Procesal no perciben estas materias como 

“verdaderos” cursos de procesal (aunque algunas 

veces sean ellos mismo quienes los dicten). Adicio-

nalmente, si la integración de aspectos procesales 

dentro de Obligaciones y Contratos hubiera ocurrido 

como se planeó originalmente, la idea de la irrele-

vancia del Derecho Procesal sería infundada. En la 

práctica, sin embargo, parece cierto que los temas 

procesales están siendo ignorados dentro de los cur-

sos dogmáticos, argumentándose como razón prin-

cipal la falta de tiempo para estudiarlos (J. Bahamón, 

Entrevista, mayo 8 de 2004).

Ahora que estamos estudiando los aspectos so-

ciales y políticos del currículo, es importante consi-

derar el hecho de que el Derecho Procesal ha sido 

siempre considerada un área débil para los abogados 
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Uniandinos, lo que no ha cambiado con la reforma 

(por ejemplo dos de los seis empleadores entrevista-

dos han trabajado únicamente con abogados Unian-

dinos graduados antes de la reforma y ambos expre-

saron que los graduandos de la Facultad no saben 

de procesal y que tampoco les gusta litigar). Sin em-

bargo, el argumento de la reducción ha sido Usado 

como una excusa por los profesores actuales para 

justificar su imposibilidad de superar estas críticas de 

vieja data. El punto es que el Derecho Procesal pre-

para a los abogados para litigar, y el litigio no es la 

rama profesional preferida por los abogados Unian-

dinos. Cuáles sean las razones para lo anterior es algo 

que requiere de mayor investigación. En cualquier 

caso, no pueden ignorarse las razones sociocultura-

les que hacen que los abogados Uniandinos prefieran 

ejercer como consultores en lugar de litigantes.

En resumen, las perspectivas curriculares estudia-

das, las concepciones sobre el aprendizaje y sobre 

cual conocimiento es de mayor valor, así como los 

aspectos sociológicos y políticos del currículo me han 

servido como marco para comprender y ayudar al 

lector a comprender algunas características del cu-

rrículo oficial respecto del operativo. No solo muchos 

de los retos enfrentados por el currículo oficial en el 

proceso de implementación, sino muchas de las ac-

titudes y decisiones tomadas en la práctica por miem-

bros del profesorado y los sucesivos decanos cobran 

sentido al ser observadas desde los aportes de las 

teorías críticas. 

En lo que sigue, presentaré mi propia experien-

cia como docente dentro de la reforma, al modo 

de un estudio de caso sobre el aprendizaje basado 

en problemas, tal vez la innovación de la reforma 

de 1997 que más resonancia ha tenido dentro de 

la facultad, en otras facultades de la universidad y 

en otras facultades de derecho a nivel nacional e 

internacional.

II. El PBL en Uniandes: 

Estudio de caso6.
Un componente central de la reforma a la ense-

ñanza del derecho, fue la adopción del aprendizaje 

basado en problemas (“Problem based learning,” en 

adelante PBL). El PBL fue presentado inicialmente en 

la facultad como un método innovador para el apren-

dizaje del Derecho más compatible con nuestra tra-

dición jurídica que el método del caso. 

En efecto, el método del caso, que nunca llegó a 

ser implementado del todo, siempre fue sujeto de crí-

ticas en el ámbito jurídico colombiano por ser un mé-

todo diseñado para la enseñanza de decisiones judi-

ciales, supuestamente más adecuado para estudiar los 

sistemas jurídicos del Common Law, basados en el va-

lor del precedente, que para la enseñanza del derecho 

codificado. Aunque carente de justificación, esta per-

cepción frecuentemente compartida por los profesores 

pudo ser una de las razones por las que el método del 

caso nunca echó raíces en la enseñanza del derecho 

en Colombia. Por el contrario, el PBL estaba siendo 

implementado en la Universidad de Maastricht (Páises 

Bajos) para enseñar un programa de Derecho conti-

nental (codificado), y parecía superar estas y otras crí-

ticas subyacentes al método del caso. 

La crítica más común al método del caso consis-

te en que no forma a los estudiantes para pensar 

como abogados, ya que se hace énfasis en la solu-

ción del caso en lugar de formar para llegar a una 

respuesta propia (Hawking-Leon, 1998 # 133). Así, 

los estudiantes aprenden cuál fue la decisión de una 

Corte en particular, en lugar de aprender cómo lle-

6 / El presente es un estudio de caso adelantado por mí actuando 
a la vez como observadora interna y externa a la Facultad. Soy 
egresada de la Facultad de Derecho de la Universidad de los 
Andes, y he trabajo ahí durante los últimos 16 años de mi vida, 
prácticamente mi vida profesional completa, excepto por un 
año en el que trabajé en una oficina de abogados y los años 
del doctorado en la Facultad de Educación de la Universidad de 
Illinois en Urbana-Champaign.

En cuanto a la reforma al programa de estudios de la Facultad, 
participé desde el comienzo a lo largo de su preparación e 
implementación como miembro del comité de diseño de la 
reforma, ayudando en el rediseño de los cursos, introduciendo el 
PBL en mis propias materias, y entrenando a nuevos profesores 
en la implementación del método mismo. Desde hace algunos 
años, he estado analizando mi propia práctica como docente, 
discutiendo con mis colegas asuntos comunes a nuestro propio 
conocimiento de la enseñanza del Derecho, ya que me interesa 
mejorar la educación jurídica y no solo desde un punto de vista 
técnico. Este interés nace directamente de mi experiencia, mucho 
antes de considerar adelantar una investigación formal sobre el 
tema. Mi compromiso consiste en hacer crecer el potencial de 
la educación jurídica para ayudar a construir una sociedad más 
justa y ofrecer una educación capaz de formar profesionales 
comprometidos con la justicia social y los valores democráticos. 
Es por ello que intento estudiar los métodos de enseñanza y 
educación que promueven prácticas democráticas en el salón de 
clase, y el método PBL cuenta con un potencial en este sentido 
que quisiera explorar con mayor profundidad en el futuro.

Las observaciones en que se basa la siguiente descripción 
fueron adelantadas por un colega y por mí en mi sección de 
Introducción al Derecho y en el curso de Ética Profesional en los 
años 2000 y 2002.
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gar a la mejor resolución del caso por sí mismos. 

Por el contrario los problemas, como situaciones de 

facto abiertas, los obliga a encontrar sus propias 

respuestas. Algunas otras críticas apuntan hacia la 

inadecuada implementación del método, tales como 

el uso del método simplemente para la enseñanza 

de la normatividad vigente, o como ejemplos den-

tro de una clase magistral, etc (Sheppard, 1997 # 

506).

Al decidir que la experiencia de Maastricht podría 

ser útil a nuestra Facultad, se propuso que algunos 

docentes viajáramos a Maastricht precisamente a ex-

plorar la posibilidad de usar el método en la Facultad. 

Ese mismo año, un grupo de 12 profesores que me 

incluía, recibimos un corto entrenamiento sobre PBL 

en la Universidad de Maastricht, con el fin de adquirir 

familiaridad con el método y explorar la posibilidad de 

introducirlo en la Facultad. Como resultado de la ex-

periencia, algunos de nosotros introdujimos el PBL en 

nuestros cursos el semestre siguiente. Aunque algunos 

profesores del grupo que viajó a Maastricht original-

mente, decidieron no implementarlo en sus clases, 

todos participaron en el entrenamiento de nuevos 

profesores, y en la preparación de materiales de PBL 

para los talleres de entrenamiento. 

A lo largo de los años, varios grupos de docentes 

de nuestra Facultad y externos, han participado en 

talleres similares pero más cortos al que nosotros to-

mamos en Maastricht para aprender a usar el méto-

do y escribir problemas. El entrenamiento original 

que nosotros recibimos consistió en un taller de dos 

semanas en el que tuvimos una inmersión en el mé-

todo experimentándolo, primero como estudiantes 

simulando sesiones de clase, luego observando clases 

en que el método era implementado, y finalmente 

diseñando problemas que pudieran ser aplicados en 

nuestros propios cursos. Durante estos años, hemos 

introducido cambios en el método, con la intención 

de ajustarlo a las dificultades propias de nuestro sis-

tema educativo. 

El PBL en teoría	
El PBL es un método de enseñanza/aprendizaje 

cuyo objetivo primordial es despertar en los estudian-

tes una motivación interna por aprender y desarrollar 

habilidades de investigación, diálogo y resolución de 

problemas. Su base educativa proviene del método 

de indagación de Dewey, pero su estructura actual 

nace de la enseñanza de Medicina en Estados Unidos, 

donde surgió como respuesta a la fragmentación de 

los estudios médicos y a la falta de motivación de los 

futuros practicantes, dado el estudio asignaturas ais-

ladas, sin ningún sentido de su uso o propósito co-

nocido (Barrows, 1994).

Barrows (1998) describe la metodología PBL como 

un método de enseñanza específico que abarca todos 

los posibles objetivos académicos: la interiorización 

profunda de un complejo conjunto de conocimientos, 

el desarrollo de habilidades efectivas de resolución 

de problemas clínicos, y el desarrollo de una insacia-

ble curiosidad y deseo continuo de aprendizaje.

La metodología PBL comparte la idea constructi-

vista de que el conocimiento previo juega un rol muy 

importante en determinar la adquisición de nuevo 

saber por parte del estudiante. El PBL hace explícito 

el uso del conocimiento personal previo del estudian-

te para la construcción del nuevo, como se evidencia 

en las diferentes etapas del método.

El proceso del PBL se presenta sucintamente en 

lo que algunos de los educadores que lo aplican de-

nominan “Los siete pasos”: 1. Leer el problema y 

clarificar términos desconocidos, 2. Lluvia de ideas: 

¿Cuál es el problema?, 3.Lluvia de ideas: ¿Qué sabe-

mos?, 4. Lluvia de ideas: ¿Qué no sabemos?, 5. La 

identificación de problemas de aprendizaje, 6. Estu-

dio independiente y, 7. Plenaria para compartir y cri-

ticar los hallazgos de cada cual.

Un problema en particular es utilizado como pre-

texto para identificar qué saben y qué no saben los 

estudiantes para la adecuada resolución del proble-

ma. Lo que necesitan saber para resolver el problema 

son las metas de aprendizaje, esto quiere decir, los 

temas que deberán revisar en la etapa de estudio 

individual, que deben adelantar entre la primera y 

segunda sesión tutorial sobre cada caso. En esta úl-

tima la información y el conocimiento adquirido es 

discutido y refinado. 

El método promueve la adquisición de habilidades 

de aprendizaje para la vida, compartiendo entre el 

grupo ideas sobre cómo resolver los problemas, in-

vestigando, aplicando el conocimiento adquirido, y 

criticando lo descubierto por cada cual en pequeños 

grupos de discusión. Así, no es simplemente un mé-

todo de enseñanza, sino también una estrategia de 

diseño curricular que pretender motivar estrategias 

de aprendizaje específicas (Engel, 1991).

Adicionalmente, los promotores del PBL afirman 

que prepara mejor a los estudiantes para su ejercicio 

profesional, ya que llegan a resolver problemas de la 

vida real (Harland, 1998): problemas similares a aque-

llos que los profesionales encuentran y resuelven en 

su labor diaria.
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Adicionalmente, el PBL cuenta con un carácter 

democrático en la medida que se basa en el apren-

dizaje entre pares y obliga a los profesores a com-

partir el control del conocimiento y de la clase con 

los estudiantes (Margetson, 1991). Por ejemplo, el 

moderador y secretario juegan papeles claves en la 

dinámica del PBL, descentralizando el manejo de la 

clase. El moderador es un estudiante encargado de 

dar los turnos para hablar, dirigiendo el debate por 

medio de preguntas, controlando la pertinencia de 

las intervenciones. El secretario es otro estudiante 

quien toma notas en el tablero para sintetizar las 

ideas relevantes expuestas durante la sesión.

La reforma curricular de la Facultad comparte 

varios objetivos con el PBL: integración del conoci-

miento, aprendizaje contextualizado, desarrollo de 

habilidades prácticas, etc. y de alguna manera, el 

nuevo programa de estudios parece diseñado para 

ser dictado por medio del PBL. En este sentido, y 

aunque el PBL no es el centro de la reforma en la 

Facultad, éste ha jugado un papel tan central dentro 

del proceso de reforma que ésta es vista por muchos 

estudiantes y profesores como un cambio metodo-

lógico, y más específicamente, como el uso del PBL 

para la enseñanza del Derecho. De hecho, de más 

de 20 entrevistas que realicé sobre la reforma, solo 

dos personas dijeron que el PBL no era el centro de 

la misma. Para la mayoría de los entrevistados la re-

forma es una, y la misma con la introducción del PBL 

en la Facultad.

El PBL en acción: Reacciones de los estudiantes

En la última clase del curso de Introducción al 

Derecho, distribuí una encuesta informal y anónima, 

interrogando a los estudiantes sobre sus opiniones 

alrededor del método de aprendizaje y enseñanza 

implementado en el curso. Fueron establecidas tres 

preguntas: ¿Qué es lo que más le gusta del PBL? ¿Qué 

es lo que menos le gusta del PBL? ¿Qué le cambiaría 

a este curso? Sorprendentemente, los estudiantes 

identifican características positivas en el método, con 

las que creo que el método cuenta, pero que nunca 

les mencioné. Como aspectos positivos del PBL, ellos 

indican: autonomía de pensamiento, desarrollo de la 

investigación, argumentación, y habilidades analíticas, 

tener un contexto práctico para el aprendizaje de la 

teoría (“jugar a ser abogado”); involucrarse activa-

mente en el proceso de aprendizaje, tener la oportu-

nidad de elaborar sus propias opiniones basándose 

en las lecturas, dar opiniones diferentes y ser guiados 

a lo largo de la discusión, aprender a aprender por sí 

mismos, aprender a escuchar la opinión de los demás, 

fomentar el estudio en la casa, aprender a escribir un 

concepto jurídico, y aprender a manejar más eficien-

temente el tiempo de estudio. Una investigación pos-

terior será necesaria para evaluar cuando y cómo 

estas características se dan como consecuencia de la 

aplicación del PBL.

También a través de su experiencia, los estudiantes 

identifican casi todas las dificultades a las que se en-

frentan los profesores en la enseñanza EE.UU.ndo la 

metodología del PBL: en la ausencia del rol de auto-

ridad tradicional que juega el profesor, los estudiantes 

se siente confundidos a consecuencia de la compleji-

dad de algunos problemas, de los puntos de vista 

opuestos expresados en las lecturas asignadas, y de 

las opiniones encontradas expresadas por sus mismos 

compañeros. Expresan también la falta de un marco 

conceptual general sobre cada tema, ya que deben 

aprender los detalles pero no reciben una estructura 

explícita sobre la materia, cosa que los profesores 

normalmente hacen. En otras ocasiones se aburren, 

ya que se aplica el mismo esquema de discusión una 

y otra vez, o se aburren de escribir tantos informes 

sobre demasiados problemas. Algunas veces, se sien-

ten desanimados por la falta de tiempo para aprender 

ciertos conceptos, la falta de clases magistrales para 

clarificar sus puntos de vista, y la escasez de libros en 

la biblioteca. De todo lo anterior, el problema que 

parece más fácil de resolver es el de la timidez, que se 

trabaja con el tiempo mientras se van acostumbrando 

a hablar en público.

He confirmado estas percepciones en entrevistas 

formales, así como en conversaciones informales que 

he sostenido con mis estudiantes de Ética Profesional 

el primer día de clases el verano de 2002. Luego de 

presentar el programa del curso, anuncié que expe-

rimentaríamos lo que denomino una versión extrema7 

del PBL, donde ellos mismos deben elaborar el pro-

blema que estudiarán. Pablo levantó la mano y dijo, 

“¿Sabes? El PBL no es muy bien recibido entre los 

estudiantes. Espero que este curso no tengan muchos 

PBLs que desarrollar, de lo contrario no llegaremos 

a ningún lado”. Le agradecí por traer a colación el 

tema, y le pregunté al grupo si consideraba que el 

PBL no los llevaba a ningún lado. La respuesta inme-

7 / He creado el término ìPBL extremoî para identificar una 
adición experimental al método, consistente en pedirle a los 
estudiantes que piensen y escriban por sí mismos los problemas 
para el curso. Primero, la clase se divide en cuatro o cinco 
grupos pequeños de cuatro o cinco personas. Cada semana 
un grupo deberá ser responsable por escribir el problema y 
seleccionar algunas lecturas claves para discutir la próxima 
semana. Yo me reúno con el grupo por adelantado para discutir 
sus ideas, y para ofrecerles mi ayuda con las lecturas si la 
necesitan. Informaré en detalle sobre este experimento como 
parte de un proyecto de Investigación en Acción actualmente 
en curso.
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diata fue un “si”, emitido caóticamente por la clase 

mientras varios estudiantes empezaron a hablar al 

tiempo. Les di turnos para hablar:

Pablo: 

Perdemos demasiado tiempo en la lluvia de 

ideas. Es enriquecedora, pero no nos guía ni 

ayuda a aterrizar el tema.

Diana: 

Si el tema es demasiado general, permanece 

como general ya que no sabemos qué aspec-

tos deben estudiarse a profundidad.

Ana: 

La sesión se convierte en un “opinadero” por-

que los estudiantes no hacen las lecturas, y el 

profesor no dice que opiniones están bien y 

cuales no.

Profesor: 

¿Es esa la función del profesor?

Ana: 

(Su cabeza y movimiento corporal indican un 

“si”) Si leer fuera suficiente, ¿para qué vengo 

entonces a clase?

Profesor: 

¿Todos los cursos de PBL son así?

Nuevamente todo el mundo habla al mismo tiem-

po. Algunos nombran cursos en los que la metodo-

logía PBL funciona, y otros en que los que no. No 

hay un acuerdo claro en los cursos que mencionan: 

“Derecho Constitucional con X es bueno” “No, 

cero!”. Nuevamente debo repartir turnos para que 

intervengan:

Pablo 

De todas formas, uno le cree más al profesor 

que a un estudiante.

Profesora: 

Entonces tú no crees en el aprendizaje a través 

de tus compañeros.

Pablo: 

Solo funciona si hay alguien conciliando los 

desacuerdos. Sin la intervención de una tercera 

persona actuando como autoridad, nadie cam-

bia su punto de vista.

Sonia: 

íS, es importante tener un buen moderador. 

Algunas veces un estudiante pierde un montón 

de tiempo hablando basura, y el profesor sim-

plemente lo deja.

Diana: 

Creo que el PBL funcionaba en mi clase de 

Obligaciones, porque el profesor nos daba una 

respuesta conclusiva al problema.

Profesora: 

Entonces la metodología PBL funciona precisa-

mente cuando no es PBL.

Diana: 

Pues, el profesor en esa clase no actúa como 

tutor, sino que dicta una clase magistral acti-

va8.

Ana: 

Yo tengo un ejemplo en que el PBL si funciona: 

en el curso de Contratos. Es un buen sistema. 

Antes de clase, teníamos que discutir el proble-

ma en pequeños grupos. Entonces cuando lle-

gábamos a clase ya habíamos descartado los 

asuntos irrelevantes, enfocándonos en las ver-

daderas dificultades que habíamos encontrado 

enfrentándonos al problema.

Profesora: 

Parece un buen sistema para evitar que se ha-

ble basura en clase. ¿No les parece?

Ana: 

Así es.

Profesora: 

Pues no es que yo defienda a muerte la meto-

dología PBL, pero si el aprendizaje activo. Sin-

ceramente creo que el aprendizaje es un pro-

ceso personal. Nadie le enseña mucho a nadie. 

Los profesores ayudan trazando el camino. Las 

clases magistrales funcionan bien solo para 

personas que ya están motivadas a ponerles 

atención. Los métodos de aprendizaje activo 

ayudan a las personas a involucrarse inicial-

mente. El PBL no busca dar una respuesta “co-

rrecta” a un problema, un problema con una 

única respuesta correcta no es un problema. 

Pero esto no significa que cualquier respuesta 

pueda funcionar. Significa usar la razón y 

aprender de la discusión de tus puntos de vista 

con otros. Nuestros puntos de vista se enrique-

cen y aún se modifican a través del diálogo, 

pero aprender a través del diálogo implica es-

cuchar a los demás, y eso no es fácil. Los estu-

diantes están acostumbrados a ser psicológica-

mente dependientes de la autoridad del profe-

sor, es por esto que ustedes no tienen la dispo-

sición psicológica de aprender del otro. En este 

curso vamos a experimentar con una versión 

extrema de PBL, pero nosotros podremos dis-

cutir lo que estamos haciendo, y hacer ajustes 

8 /  En la Facultad se conocen como ìmagistrales activasî 
aquellas clases en las que el profesor combina magistrales como 
alguna forma de diálogo, cuestionando o realizando actividades 
no muy frecuentes dentro de una magistral.
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si sentimos que así debe ser. Estaré abierta a 

sus comentarios.

Así, después del sermón en contra de las clases 

magistrales y de la autoridad de los profesores, hice 

uso de mi autoridad para imponerle el PBL a un grupo 

que no lo apreciaba mucho. A finales del curso de 

verano, tuvimos una sesión similar. Afortunadamente, 

esta vez dijeron que la versión extrema de PBL funcio-

nó muy bien en clase. Posteriormente, las encuestas 

realizadas por la Facultad a los estudiantes confirma-

ron que las percepciones de los estudiantes del curso 

fueron altamente positivas. De hecho, ese año obtu-

ve el premio concedido por la facultad al mejor pro-

fesor de plante, gracias a la postulación que realizó 

un colega y que respaldaron mis alumnos.

Pablo:	  

(Es el mismo estudiante que el primer día de 

clase dijo: “A nosotros no nos gusta el PBL”) 

Oigan! El PBL extremo funcionó bien!

Profesora: 

Me alegra que digas eso. ¿Por qué te gustó?

Pablo: 

Porque las discusiones estaban realmente enfo-

cadas, y fuimos capaces de llegar a conclusio-

nes.

Profesora: 

¿Cómo pueden describir la experiencia los gru-

pos encargados de moderar las sesiones?

Daniel: 

Fue divertido poder crear nuestro propios pro-

blemas.

Diana: 

Uno sabe que la gente no lee, por lo que tenía-

mos que estar preparados para darles claves 

para la discusión.

Cristina: 

Los problemas has sido interesantes, verdade-

ros dilemas. Me gusta el PBL como una herra-

mienta didáctica sin tener que investigar tanto.

Fabio: 

…y sin tener que escribir informes.

Profesora: 

Les pedimos que escriban informe precisamen-

te para asegurarnos de que están investigando 

y leyendo. Ustedes lo hicieron de una manera 

distinta: el grupo responsable por cada proble-

ma debía investigar para elaborar el problema, 

y posteriormente leer para moderar la sesión.

Fabio: 

Ha sido un curso bastante interesante. Me gus-

taba venir a clase a pesar de estar en vacaciones.

Profesora: 

Ustedes han debido motivar también a sus pro-

pios compañeros. El compartir la responsabili-

dad por el éxito de cada sesión, y en general la 

de todo el proceso, ¿no le parece un asunto 

ético?

Carolina: 

Esto funciona para los cursos de verano, no sa-

bría si dentro de los semestres normales. Si no 

leo acá para una clase no es un problema, pero 

en otras materias hacen quizes.

Profesora: 

¿No les parece deprimente que las notas deban 

ser su motivación para leer?

Ana: 

Es aún más deprimente ir a clases aburridoras.

La profesora les lee entonces parte de la reflexión 

que uno de sus compañeros escribió como ta-

rea. En su trabajo, el estudiante reflexiona so-

bre una de nuestras discusiones en clase, admi-

tiendo que gracias a esta cambió su manera de 

pensar sobre las responsabilidades de los abo-

gados, especialmente sobre el principio de con-

fidencialidad entre el abogado y su cliente. La 

discusión continúa:

Profesora: 

Para mi, la reflexión de ella evidencia que no 

hemos perdimos nuestro tiempo durante los úl-

timos dos meses. Según entiendo ustedes han 

opinado reiteradamente que la segunda sesión 

de PBL es una pérdida de tiempo; “¿para qué 

discutir mi punto de vista si estoy plenamente 

convencido de mi verdad y nadie me va a hacer 

cambiar mi opinión sobre estos temas?” Bueno, 

pues parece que algunos de ustedes si han 

cambiado su opinión acerca de temas sobre éti-

ca y responsabilidad profesional.

Carolina: 

¡Eso si que me sorprendió! En el problema de 

esta semana, por ejemplo, el martes pasado 

nadie realmente consideró en serio el punto de 

vista del congresista. Ahora pensamos todo lo 

contrario!

Retos educativos del PBL
He encontrado que algunas de las dificultades 

que los estudiantes experimentan en un ambiente 

de PBL son fácilmente superadas en algunas sema-

nas. Con la guía adecuada, por ejemplo, aprenden 

a escuchar a los demás, y a ser críticos frente a los 

autores y las opiniones que ellos mismos y sus com-
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pañeros exponen. Sin embargo, algunos otros retos 

parecen ser más perennes.

El rol del tutor
A pesar de la teoría sobre el PBL, la moderación 

de las sesiones recae en gran parte en el profesor, 

por lo menos mientras estudiantes y profesores ad-

quieren conocimientos suficientes sobre el manejo 

del método. Cuando comenzamos a implementar el 

PBL, algunos profesores entendieron que demanda-

ba mayor actividad por parte de los estudiantes y 

pasividad por parte de los profesores, y por tanto se 

abstenían de darle dirección a la discusión, ya que 

consideraban que su intervención implicaba detener 

el proceso de pensamiento de los estudiantes.

Como puede evidenciarse en la conversación de 

los estudiantes de Ética Profesional transcrita ante-

riormente, estos aún identifican el rol del tutor como 

quien les determina qué está bien o mal. Cuando los 

profesores se abstienen de hacerlo, como se reco-

mienda hacerlo cuando se aplica el PBL para estimu-

lar a los estudiantes a desarrollar su propio criterio y 

a cultivar su autonomía, estos últimos se sienten 

perdidos. Quejas sobre esa falta de dirección resultó 

en una participación más activa por parte de los tu-

totes; “el PBL requiere mucho trabajo por parte del 

estudiante. Al principio, los profesores ni siquiera 

moderaban; ahora por lo menos guían la discusión”. 

(Juan Carlos L)

Uno podría decir que una cosa es darle a los es-

tudiantes la respuesta “correcta”, y otra es guiar la 

discusión. El PBL no exige que los profesores sean 

silenciosos y pasivos. Exige sí que cambiemos nues-

tro rol central, dejando de ser simples transmisores 

de información hacia otro y convirtiéndonos en cam-

bio en alguien que los ayudará a encontrar su propio 

camino. Reconozco sin embargo la dificultad de di-

cha tarea, y estoy segura de que mi propio proceso 

de enseñanza no es siempre un ejemplo exitoso de 

cómo debe hacerse.

El papel de los estudiantes
Los informes son una característica más de nues-

tra versión “bananizada”9 de PBL. Le hemos incluido 

al método el requerimiento de un informe investiga-

tivo, que cada estudiante debe entregar al final de 

9 / Es un término coloquial EE.UU.do por estudiantes y 
profesores. Es una alusión tanto a la idea de ìrepúblicas 
bananerasî como a uno de nuestros productos nacionales, 
el banano. Así, ìbananizarî el PBL significa la adaptación del 
método de Maastricht a nuestra idiosincrasia, pero carga 
también la idea no tan positiva de degradarlo al adaptarlo, 
como las ìrepúblicas bananerasî hacen con la democracia y la 
burocracia.

la segunda sesión. El informe es calificado y comen-

tado por el profesor. El informe calificado debe pro-

ducir un cierto nivel de investigación y lectura antes 

de la segunda sesión, para que así la clase se con-

vierta en un centro de debate informado, algo im-

posible si nadie ha leído. En esos informes, los estu-

diantes deben ir más allá del problema, cubriendo 

además contenido suplementario relacionado direc-

tamente con los objetivos de aprendizaje, aunque 

no directamente con una posible solución del pro-

blema en sí. Los profesores han notado que la calidad 

de la discusión mejora cuando se pide a los estudian-

tes que escriban algo estructurado antes de llegar a 

clase. En la mente del profesor, parece que la moti-

vación para aprender, que el deseo de resolver un 

problema que el PBL dispararía, no es suficiente mo-

tivación para hacer que los estudiantes revisen los 

materiales requeridos:

	 “No importa si lees para clases magistrales, pero 

en clases de PBL es un factor determinante para 

la mecánica del curso. La lectura es central, pero 

algunas veces solo dos de nosotros estábamos 

haciéndole el trabajo a todo el grupo. En la 

Facultad la regla es que nadie puede dictar una 

magistral durante todo el curso, todas las clases 

deben ser participativas. Ir a clase es útil para mi 

porque podemos hablar con el profesor, pero 

sería mejor si otros también participaran”  

	 (Claudia G, estudiante).

Si los estudiantes no asumen con seriedad la idea 

de que el proceso de aprendizaje recae directamen-

te sobre ellos, los profesores se ven obligados a incluir 

estímulos para que lean y reflexionen, como informes 

calificados o similares, desplazando el énfasis desde 

la motivación interna hacia la motivación externa 

para leer y aprender:

	 “El informe de investigación es la manera en 

que les hacemos saber que tienen la obligación 

de leer y reflexionar, de aprender. Si no ponen 

ningún empeño en esos informes, no 

aprenderán nada durante el curso. Con el 

informe ellos tienen que leer, y la clase es el 

espacio para dialogar y reflexionar al respecto” 

	 (Juan M, profesor)

	 “Las discusiones en clase deberían ser 

suficientemente retadoras, pero no lo son. La 

gente lee únicamente un autor…leen aún 
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menos (para las sesiones de PBL) que cuando 

tienen que hacer lecturas asignadas (para clases 

que son magistrales y a la vez participativas). 

Algunas veces los informes son muy pobres, y los 

profesores pasan por encima de eso…” (Rodrigo 

C, estudiante).

La falta de un marco conceptual
La teoría sobre el PBL establece que los estudian-

tes mismos son capaces de construir el marco con-

ceptual sobre el asunto en cuestión, a través de lec-

turas y discusiones. Pero la desconfianza de los es-

tudiantes en sus habilidades para plantear buenas 

respuestas va de la mano con la desconfianza del 

profesor de que estos puedan desarrollarlas. Un co-

lega se refiere a este punto como una deficiencia del 

PBL respecto del método magistral:

	 “En una clase magistral, yo mismo creo un marco 

conceptual sobre el conocimiento que estaré 

presentando a lo largo del curso. Sin embargo, mi 

marco conceptual es alternativo al tradicional 

dentro de mi materia. Algunas veces lo entienden, 

otras veces no. En el PBL, los estudiantes deben 

construir el marco conceptual por sí mismos, y es 

muy difícil que un estudiante joven, con poca 

cultura y escaso conocimiento, sea capaz de 

estructurar coherentemente, por sí mismo, los 

temas del curso, para comprender aquellas líneas 

invisibles que ordenan el conocimiento. Pero eso 

no me preocupa, yo creo que tarde o temprano 

serán capaces de reconocer esas líneas, incluso 

hasta para romperlas y reorganizarlas si 

realmente se han esforzado a lo largo de sus 

estudios. Sin embargo, los estudiantes si se 

preocupan por esto.”  

	 (Juan M., profesor).

En algunos cursos, los profesores han decidido 

reemplazar algunas sesiones de PBL por clases ma-

gistrales, tratando de ofrecer un panorama general 

de los temas que serán cubiertos más adelante con 

PBL. Otros profesores han transformado el método 

de una manera en que difícilmente puede recono-

cerse como PBL:

	 “Lo que tenemos ahora son magistrales activas 

con problemas: el problema es el punto de 

partida, tu participas y das ideas, pero el 

profesor dirige y controla la clase, adicionando 

un octavo paso (al PBL): proveer un mapa 

conceptual. Esta es una clase tradicional en el 

sentido en que el profesor controla lo que pasa. 

Hay lecturas previas asignadas y exámenes 

normales. Los profesores no se comen el cuento 

del PBL en “siete pasos”; si el problema no cubre 

algo, ellos lo suplen. Las magistrales resuelven 

preguntas que los libros no. Hay un mayor 

aprendizaje en la magistral gracias al problema, 

las lecturas, y los conceptos que tengo antes de 

entrar a clase”  

	 (Alfredo Q.)

Quizás como resultado de la dinámica generada 

dentro de la Facultad alrededor del aprendizaje ac-

tivo, o de pronto por la baja calidad de algunas ma-

gistrales, las clases puramente magistrales se han 

convertido en un verdadero reto dentro de un curso 

de PBL. Por ejemplo, en una de las primeras versiones 

del curso de Obligaciones, en la que el PBL y las ma-

gistrales se combinaban, los estudiantes reaccionaban 

ante las magistrales encontrándolas aburridas, repe-

titivas respecto de los contenidos manejados por los 

problemas, y hasta simplistas cuando los profesores 

presentaban únicamente el punto de vista de un solo 

autor en sus exposiciones: 

	 “Reconocer la existencia de diferentes fuentes, y 

no únicamente aquella que el profesor sabe, es 

esencial para PBL” (Rodrigo C.)

A pesar de nuestros esfuerzos de liberar a los 

estudiantes de su dependencia a la autoridad, y en 

consecuencia hacerlos más capaces de pensar por sí 

mismos, es normal que se sientan más cómodos con 

clases en los que se les enseña cual es la “respuesta 

correcta”.

Rodrigo: 

Me gusta cuando me dan la respuesta correcta, es 

más guiado.

Profesora:	 

¿Pero no crees que recibir la “respuesta correcta” 

significa perder el sentido básico del PBL, es decir el 

de desarrollar la habilidad de pensar en forma 

alternativa cómo manejar problemas jurídicos?

Rodrigo:	  

No! La pérdida sería abandonar la aproximación al 

problema, lidiando con este desde cero, p0rque te 

lleva a consultar los libros sin casi ninguna pista, y 

debes aprender hasta dónde y como buscar en un 

libro o en una decisión judicial.




